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	INFORME

Tema: resolución 42/17 del Consejo de Derechos Humanos (CDH) sobre “Derechos Humanos y Justicia de

Transición” - informe que será presentado al Consejo durante su 49no período de sesiones, en marzo de 2022.

Fecha: 18/10/2021



	I) Desarrollo

	1: Sobre la contribución que las medidas, políticas y estrategias de justicia de transición adoptadas y/o apoyadas a nivel local, nacional, y/o regional – para hacer frente a las consecuencias de las violaciones y transgresiones manifiestas de los derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario – han realizado al sostenimiento de la paz y a la prevención de violaciones de derechos humanos, la violencia y los conflictos. Sírvase destacar información sobre las medidas que abordan las causas profundas del conflicto, la violencia y las violaciones de los derechos humanos (por ejemplo, la discriminación, la desigualdad, la corrupción y la impunidad).

El Decreto Ejecutivo 216 del 1 de octubre de 2021 le atribuye a la Secretaría de Derechos Humanos competencias respecto a las reparaciones materiales para las víctimas. El artículo 2 determina:

“En el marco de las obligaciones nacionales e internacionales en materia de Derechos Humanos: f) Ejecutar el pago de la reparación material e inmaterial a las víctimas de violación de derechos humanos, previa coordinación con el ente rector de Finanzas Públicas, para la asignación de recursos correspondientes; i) Efectivizar el pago en los casos que haya lugar indemnización por los daños materiales y/o inmateriales que se produjeron a consecuencia de las graves violaciones de derechos humanos documentados por la Comisión de la Verdad;”

En este sentido, La Dirección de Protección, Reparación Integral y Autoridad Central, bajo sus competencias, y conforme a la Ley de Reparación de Víctimas y Judicialización de Violaciones de Derechos Humanos, y al Reglamento el Procedimiento para la Suscripción de Acuerdos Indemnizatorios con Víctimas Documentadas en el Informe de la Comisión de La Verdad, ha emprendido una serie de acciones para dar continuidad a la reparación de víctimas, al priorizar la atención de todas aquellas personas que sufrieron abusos, para protegerlas verdaderamente de otras violaciones de derechos humanos. Esto, en virtud del artículo 7 de la Ley de reparación de víctimas que determina que el Estado ecuatoriano efectivizará el pago de la indemnización ya sea en cumplimiento de lo establecido en el acuerdo indemnizatorio al que pueden llegar las víctimas o en función de lo que se dictó en la sentencia, siempre cumpliendo los parámetros establecidos en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, y en cumplimiento del Reglamento de esta ley que establece el procedimiento administrativo para acordar la indemnización como mecanismo de reparación material, y las medidas para su cumplimiento e incluso se define la indemnización, el daño material e inmaterial y los protocolos a seguir para preservar los derechos humanos de estas personas.
A efecto de aplicar la Ley Orgánica Integral de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres – LOIPEVM, para hacer frente a las consecuencias de violaciones y transgresiones en temas y casos de violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes y de género, en todas sus diversidades y a nivel nacional, la Subsecretaría de Prevención y Erradicación de la violencia contra las Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes  de la Secretaría de Derechos Humanos (SPEVMNNA), realiza su trabajo a través de dos Direcciones, con distintas competencias: 

· La Dirección del Sistema Nacional de Erradicación, Prevención y Transformación de la Cultura de Violencia y Monitoreo  (DSNEPTCM) trabaja en la construcción e implementación del Sistema Nacional Descentralizado de Prevención y Erradicación de la violencia, en la cual se articulan los Gobiernos Autónomos Descentralizados, a través de sus órganos asociativos como CONGOPE, AME y CONAGOPARE, y demás actores nacionales y descentralizados, además se articula con todos los entes sectoriales del Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la violencia contra las Mujeres y el desarrollo de los Sistemas de Monitoreo, Información y Registros, para medir la implementación de la Ley y los impactos en la erradicación de las violencias, a partir de una batería de indicadores basados en el marco internacional de derechos humanos de las mujeres.

· La Dirección de Atención, Protección Especial y Reparación a víctimas de Violencia, Trata y Tráfico y otros Grupos de Atención Prioritaria (DAPERVVET) realiza su trabajo de manera estratégico, sobre la base del proyecto de fortalecimiento de las Casas de Acogida y Centros de Atención Integral, para la atención a mujeres y sus hijas e hijos víctimas de violencia, como también los Servicios de Protección Integral (SPI) para el desarrollo e implementación de las medidas de reparación material e inmaterial de las víctimas directas e indirectas de la violencia, en coordinación con las entidades integrantes del Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la violencia contra las Mujeres.

La Dirección de Control Jurídico de la Fiscalía General del Estado ha emitido las siguientes Directrices y/o disposiciones relativas a acceso a justicia y protección de derechos de las mujeres, y grupos vulnerables en general, desde enero de 2019 hasta la presente fecha: 

· Mediante memorando circular Nro. FGE-GPP-2019-01433-M, de 03 de junio de 2019, se dispuso a los Fiscales Provinciales, se sirvan impartir las instrucciones necesarias, a fin de que los Fiscales Coordinadores y los Digitadores de las Fiscalías del Servicio de Atención Integral – SAI, presten atención prioritaria en la recepción de noticias de delitos de violencia género, especialmente cuando las víctimas sean mujeres. Igualmente, los equipos técnicos de las Unidades de Atención de Peritaje Integral - UAPI, deben realizar oportunamente los peritajes a las mujeres que han sido víctimas de violencia sexual e intrafamiliar, ya que constituyen grupos sensibles que están expuestos a vulneración de derechos. 

· Mediante Directriz No. 001-FGE-DCJEAF-2020, de 20 de mayo de 2020, esta instancia administrativa emitió el “Procedimiento Administrativo para solicitar medidas de protección con firma electrónica, con el propósito de estandarizar y agilizar el proceso de otorgamiento de medidas de protección, a favor de las víctimas de violencia sexual e intrafamiliar”. 

· Mediante memorando Nro. FGE-CGAJP-DCJEAF-2020-03719-M, de 23 de noviembre de 2020, se dispuso a los fiscales, que cuando tengan conocimiento de denuncias por delitos de violencia sexual e intrafamiliar; o de casos derivados por las Juntas Cantonales, en los cuales se ha dictado medidas de protección de carácter administrativo; deben solicitar de manera inmediata al Juez, dicte las medidas de protección, establecidas en los Arts. 558 y 558.1 del Código Orgánico Integral Penal, a fin de evitar la revictimización y garantizar los derechos de las víctimas. 

· Mediante memorando circular Nro. FGE-CGAJP-DCJEAF-2021-01795-M, de 16 de abril de 2021, se dispuso a los Fiscales Provinciales se coordine con los Fiscales y Digitadores del Servicio de Atención Integral SAI, a fin de ofrecer a la ciudadanía una atención prioritaria y expedita en recepción de denuncias, cuando las víctimas sean niños, niñas y adolescentes.

Si bien el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG) no establece directamente medidas, políticas y estrategias de justicia de transición, mantiene otras atribuciones institucionales que tienen relación con el tema.

La Constitución de la República del Ecuador, reconoce la igualdad y no discriminación como un principio y como un derecho. Para la protección de los derechos, la Constitución determina garantías jurisdiccionales; normativas y de políticas públicas; así como órganos para la protección de los derechos fundamentales.

En cuanto a la incorporación del enfoque de género, la Constitución de la República, en el artículo 70, determina que el Estado formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres, a través del mecanismo especializado de acuerdo con la ley, e incorporará el enfoque de género en planes y programas y brindará asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector público.

En cuanto a la institucionalidad, el artículo 156 de la Constitución de la República, establece que los Consejos Nacionales para la Igualdad, son órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos y que ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas; para el caso del Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG) enmarcado con las temáticas de género para la igualdad y no discriminación de las mujeres y personas LGBTIQ+; para el cumplimiento de sus fines se coordinarán con las entidades rectoras y ejecutoras y con los organismos especializados en la protección de derechos en todos los niveles de gobierno.

En este contexto, el proceso de observancia se refiere a “vigilar el cumplimiento del principio de igualdad y no discriminación en razón de género mediante la observancia a las políticas públicas y la gestión del Estado, para asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos humanos de mujeres y personas LGBTI, consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos humanos.” (Consejo Nacional para la Igualdad de Género, 2021)  

El CNIG, para la observancia de derechos, en 2020 y 2021 ha priorizado la generación de herramientas técnicas tales como, reglamento, manual y guía para el tratamiento y gestión de casos de amenaza o vulneración de derechos.  Entre los insumos generados se encuentran:  

· Ruta de Observancia cantonal para casos de amenaza o vulneración de derechos sexuales y reproductivos y a una vida libre de violencia. Este instrumento que se desarrolló con el aporte de UNFPA, en el marco del fortalecimiento de capacidades de los Consejos Cantonales de Protección de Derechos. La Ruta distingue procesos y criterios para la derivación y atención de casos, en los cantones de Lago Agrio, Tulcán y Esmeraldas (pilotaje).

· Mediante Resolución Nro. CNIG-ST-2021-001, de 08 de enero de 2021, se expidió el “Reglamento para la Tramitación de Casos de Observancia del Consejo Nacional para la Igualdad de Género”, mismo que se publicó en el Registro Oficial Nro. 380, de 28 de enero de 2021.  Una vez publicado el Reglamento para la Tramitación de Casos de Observancia, se construyó el Manual para la gestión de casos y los instrumentos, tales como el formulario de ingreso de casos y el acta de confidencialidad, en cumplimento de lo previsto en el reglamento mencionado.

· Guía para la gestión de Observancia de los Consejos Cantonales de Protección de Derechos, que contiene pautas y herramientas para la observancia desde lo local. Se está gestionando la publicación y difusión de la Guía, a través del apoyo de la cooperación internacional, específicamente del plan de trabajo firmado con ONU mujeres en el mes de agosto del presente año 2021.

De igual manera en el marco de su atribución de observancia, el CNIG realiza informes sobre casos que representen una amenaza o vulneración de derechos a las mujeres y personas LGBTI+, varios de estos casos surgen en los medios y redes virtuales de comunicación.  

Durante el año 2020 se tramitaron 55 casos de observancia y hasta la fecha de corte del presente Informe, en este año 2021, se han iniciado 29 casos de observancia, 24 de estos, con el nuevo proceso del Reglamento de Tramitación de Casos de Observancia, dando como resultado:

· Caso emblemático niñez trans.  La finalidad por la cual se observó este caso como emblemático es que constituye un precedente constitucional para reconocer y garantizar el derecho a la identidad de género de los niños y niñas trans, lo que implica que el Estado debe cumplir su obligación de respetar, proteger, garantizar y promover el ejercicio de sus derechos, sobre todo por tratarse de un grupo de atención prioritaria y especializada. Este caso aporta a romper paradigmas sociales adultocéntricos, heteronormados, discriminatorios y sentar precedente constitucional, en pro del desarrollo continuo de derechos.  En el marco de este caso se presentó un AmicusCuriae en la Corte Constitucional del Ecuador (Caso No. 1313-19-JP).

· Observancia de derechos de niñas - adolescentes menores de 14 años de edad.  En reuniones internas del CNIG, se analizó que todo embarazo en una niña o adolescente menor de 14 años de edad, indefectiblemente, es producto de un delito, de conformidad con lo establecido por el Código Orgánico Integral Penal, por lo que se definió la necesidad de realizar acciones al respecto. Para ello, se solicitó información al Ministerio de Salud Pública (MSP), en relación al número de casos que esta Cartera de Estado había remitido a la Fiscalía General del Estado (FGE), y a ésta última, el número de casos remitidos por parte el MSP. Remitidos los oficios de petición de información, se realizó el seguimiento respectivo y se solicitaron aclaraciones y especificaciones. De los datos enviados por las instituciones, se verificó que no existe una coincidencia entre el número de primera atención prenatal a menores de 14 años que realiza el MSP con el número de casos remitidos por delito de violación por dicho Ministerio a la Fiscalía. El CNIG ha obtenido datos preliminares que sugieren que aún con la disposición legal de poner en conocimiento de la autoridad el cometimiento de un delito, esta no se cumple a cabalidad, incidiendo en una potencial impunidad. Frente a esta situación, el CNIG inició un proceso de observancia por amenaza o vulneración de derechos; presentó su informe preliminar a las instituciones involucradas para aclarar cifras y acordó el ajuste y retroalimentación de los datos enviados.   

· Se presentaron dos AmicusCuriae dentro de la causa No. 34-19-IN y acumulados sobre la despenalización del aborto por causal de violación; y en la causa No. 376-20-JP sobre el derecho de las niñas y adolescentes a un entorno educativo seguro y libre de violencia, en este último se participó en la audiencia.

· Proceso de observancia sobre la garantía de la debida diligencia en casos de infracciones penales por odio, en razón de la identidad de género y el funcionamiento de las clínicas de “deshomosexualización”

· Articulación con la Subdirección y la Dirección de Procesos del Registro Civil para coordinar acciones conjuntas dirigidas a garantizar el derecho a la identidad de las personas LGBTIQ+, entre estas:

· Brindar asistencia técnica en la categorización de género, con base a lo desarrollado en la Opinión Consultiva No. OC-24/17, de fecha 24 de noviembre de 2017, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Acompañamiento en la sensibilización del personal nacional del Registro Civil, y capacitaciones en coordinación con la academia.

· Construcción de una mesa técnica de trabajo para analizar el proceso interno del Registro Civil, para el registro de niñas y niños, cuando no hay el certificado de inseminación artificial, como lo señala la Sentencia Satya No. 184-18-SEP-CC de la Corte Constitucional de Ecuador. En este sentido se prevé firmar un convenio coordinación interinstitucional que facilite el trabajo conjunto. 

Como resultado de los procesos de observancia se han realizado varios pronunciamientos:

· Envío de dos pronunciamientos oficiales instando a las autoridades de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y al Ministerio de Gobierno a garantizar el derecho al trabajo de las personas Trans en el contexto de pandemia, así como a respetar los derechos de las personas LGBTI+ en el espacio público.  Además, se difundió un pronunciamiento oficial exhortando a las instituciones públicas a respetar el derecho a la identidad de las personas trans.

· Pronunciamiento oficial sobre el caso de, ante sus opiniones misóginas y sexistas emitidas en Radio Diblu, así mismo se solicitó al Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación (CRDPIC) hacer seguimiento a este caso. 

· Pronunciamiento por el 27 de noviembre, Día de la Despenalización de la Homosexualidad.

· Exhorto a las candidatas y candidatos a las diferentes dignidades de elección popular en las Elecciones Generales 2020-2021, a respetar los derechos fundamentales de las mujeres y personas LGBTI.

· Exhorto al Consejo Nacional Electoral a respetar el derecho a la identidad de género y a la igualdad y no discriminación de las personas transfemeninas y transmasculinas en las Elecciones Generales 2020-2021.

· Exhorto a la Fiscalía General del Estado a actuar con la debida diligencia en los casos donde las víctimas pertenecen a la comunidad LGBTI.

· Exhorto a las instituciones competentes a actuar con la debida diligencia en el caso de un joven de 22 años perteneciente a la comunidad LGBTI que falleció por puñaladas en el cantón Arenillas, provincia El Oro.

· Proceso de observancia sobre la garantía de la debida diligencia en casos de infracciones penales por odio, en razón de la identidad de género y el funcionamiento de las clínicas de “deshomosexualización”

Otro proceso importante de la atribución de Observancia es la revisión de Normativa, por lo que el CNIG ha participado en: 

· Revisión y aportes a las propuestas de reforma al Código Orgánico de Niñez y Adolescencia (CONA). Los aportes incluyeron aspectos relacionados a la prevención de la violencia y se canalizaron a través de la Comisión Especial creada en la Asamblea Nacional. 

· Revisión y aportes al proyecto de Ley Orgánica para el Fortalecimiento de las Familias del Ecuador. Las observaciones fueron de fondo pues los efectos de su eventual aprobación hubieron implicado discriminación y violencia. 

· Elaboración de aportes, remitidos a la Presidencia de la República, para el Informe de Veto Presidencial al Proyecto de Código Orgánico de Salud. Además, se difundió un pronunciamiento institucional con la postura del CNIG frente al Código Orgánico de Salud y se impulsó una campaña mediática en redes sociales. 

· Observaciones a la propuesta de texto de Ley Reformatoria de la Ley Orgánica de Educación Intercultural, propuesta por la vicepresidenta de la Comisión de Educación, Cultura y Tecnología de la Asamblea Nacional. Asimismo, se presentaron observaciones al Proyecto de articulado sobre los Departamentos de Consejería Estudiantil (DECE) para el Informe del Segundo Debate de la Ley Orgánica de Educación Intercultural. Los DECE son instancias determinantes que conocen los casos de violencia ocurrida o identificada en los centros educativos, realizar la intervención inmediata y la remisión de los casos a las instancias que correspondan. 

· Envío a la Defensoría del Pueblo de aportes al proyecto de “Ley para la interrupción voluntaria del embarazo” y participación en las mesas técnicas conformadas para su elaboración.  Adicionalmente, se realizaron comentarios al proyecto de “Ley Orgánica de Libre Expresión y Comunicación”, propuesto por la Presidencia de la República, los mismos que se enviaron a la Asamblea Nacional para su consideración en el debate. 

En cuanto al cumplimiento de sentencias de la Corte Constitucional, el CNIG participa en las mesas interinstitucionales y cumple con lo determinado en las sentencias:

Sentencia No. 3-19-JP/20 y acumulados, del 05 de agosto de 2020 Revisión de Garantías (JP) Derecho al Cuidado de las Mujeres en periodo de Embarazo y Lactancia.

El Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador, emitió la Sentencia No. 3-19-JP/20 y acumulados, el 05 de agosto de 2020. Las disposiciones de la Sentencia apuntan a que se garanticen progresivamente el derecho al cuidado, ambientes laborales de cuidado, acceso y disponibilidad a espacios seguros y adecuados a las trabajadoras que se encuentren dando de lactar” (Disposición 3). Entre otras acciones se insta a que “en el plazo de un año, deberán hacer un diagnóstico situacional y contar con todos los indicadores para medir el cumplimiento progresivo del derecho al cuidado, y en el plazo de dos años deberá implementar la política de protección laboral para mujeres embarazadas y en periodo de lactancia” (Disposición 3); y que “Los entes rectores de las políticas de trabajo, salud, inclusión e igualdad elaborarán e implementarán, de forma participativa, en el que se escuche a organizaciones de mujeres, sindicatos, academia y personas más expertas en el tema, un Modelo de Ambientes Laborales para el Cuidado” (Disposición 7)

En cumplimiento de esta sentencia se ha establecido una Mesa Técnica Interinstitucional y hasta al año 2021 se han realizado las siguientes acciones:

· Elaboración de un documento borrador del Diagnóstico Situacional.

· Elaboración de un borrador de Acuerdo Interministerial e Instructivo de implementación de salas de apoyo a la lactancia materna en el sector público, privado y sociedades de hecho

· Envío de comunicaciones poniendo en conocimiento de las disposiciones contenidas en la ya mencionada sentencia, e indicando de la obligatoriedad de su cumplimiento en cuanto la implementación de salas de apoyo a lactancia en el sector público. 

· Definición preliminar del procedimiento e indicadores de seguimiento y monitoreo, a incluir en el Manual de Ambiente Laborales para el cuidado de mujeres embarazadas, en periodo de lactancia, niñas y niños menores de 3 años del sector público. 

· Elaboración del Diagnóstico Situacional y un Manual de Ambientes Laborales para el Cuidado.

Sentencia No. 1894-10-JP/20 del 4 de marzo de 2020 Vulneraciones al derecho a la igualdad y no discriminación.  Afectaciones al derecho a la educación y proyecto de vida. 

El Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador, emitió la Sentencia No.1894-10-JP/20 de 4 de marzo de 2020.  Entre las disposiciones se insta a evaluar la implementación de la Política de Género en las Fuerza Armadas del Ecuador y considerar si es necesario su reformulación. Por lo tanto, se consensuó la planificación y puesta en marcha de las acciones para dar cumplimiento a la Sentencia, entre el Ministerio de Defensa, la Secretaría de Derechos Humanos, el Ministerio de Educación y el Consejo Nacional para la Igualdad de Género, con el asesoramiento de la Defensoría del Pueblo. Se establecieron los indicadores para el seguimiento de la política de género de Fuerzas Armadas, y desde el CNIG se solicitó la información pertinente desde el año de su expedición hasta el presente año. Actualmente se está procesando la información remitida por el Ministerio de Defensa Nacional para la evaluación de esta política. 
De igual manera, el Ministerio de Inclusión Económica y Social, a través de su Dirección de Prevención de Vulnerabilidad de Derechos, ha concentrado sus acciones en la promoción y prevención de derechos de las personas más vulnerables. En este sentido, se ha desarrollado dos procesos que reflejan varias problemáticas:

· Prevención de Embarazo en Niñas y Adolescentes: a través de un trabajo intersectorial, se juntaron prácticas, políticas y actividades a ser ejecutadas por el Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Educación, Secretaría de Derechos Humanos y Ministerio de Inclusión Económica y Social.

Desde 2018, año en que se redactó la Política Intersectorial de Prevención de Embarazos en Niñas y Adolescentes, se pretende combatir en conjunto, y desde cada espacio institucional, los factores de riesgo como la desinformación en cuanto a la vivencia de la sexualidad, el hacinamiento en los hogares (a través del combate a la pobreza y pobreza extrema), así como a la desmitificación de los roles de género. Adicionalmente, a través del plan de implementación de la Política Intersectorial, en ejecución de seis (6) lineamientos, se ejecutan y planifican acciones hasta el 2025 (año de cierre de la Política). El trabajo y la responsabilidad es conjunta, no únicamente del Estado sino de la sociedad misma. Por este motivo, mediante los lineamientos precitados se han construido estrategias para implementar la Política con: el Estado mismo, la sociedad, la comunidad, la familia, y las niñas, niños y adolescentes desde su individualidad, hasta su ser colectivo.  

· Implementación de la Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia en contra de las Mujeres; desde 2018, año en que entró en vigencia esta Ley, el Estado ecuatoriano ha desarrollado una serie de acciones direccionadas al desarrollo y ejecución de esta Ley.  Existe, como mandato de la Ley, el Sistema Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, como sea mencionado en el presente informe (MIES es integrante del sistema, por el ser el rector de la inclusión social y económica, dentro del Gobierno Central).

Las acciones enmarcadas en las atribuciones que la Ley determina para el MIES, han definido la estructuración de un nivel intraministerial de, por ejemplo, registro de casos de violencias detectados en los servicios MIES (actualmente en homologación interna); jornadas de capacitación con fines de sensibilización a funcionarias, funcionarios, usuarias, usuarios de los servicios MIES. Se han elaborado Protocolos, Planes Nacionales, Acuerdos Ministeriales, entre otros, cuyo objetivo central ha sido desestructurar los patrones sociales que, por ejemplo, al privilegiado al castigo, como una forma de enseñanza, de disciplinamiento, esto en el caso de niñas, niños y adolescentes; así mismo la violencia en sus distintos tipos puede ser -y es- utilizada como un recurso de dominación, especialmente la violencia sexual. 

En materia de derechos e igualdad intergeneracional, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional informa lo siguiente sobre la contribución que las medidas, políticas y estrategias de justicia de transición adoptadas y/o apoyadas a nivel local, nacional, y/o regional:

· Aportes al Proyecto Código Orgánico de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes – COPINNA: a cargo de la Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes de la Asamblea Nacional.  El CNII ha presentado aportes, entre otras, en lo referente a prevención, atención, protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, resaltando la importancia del funcionamiento Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SNDPINA). Asimismo, se coordinó los aportes desde el Colectivo Interinstitucional ESCNNA, relacionados a violencia y explotación sexual de niñas, niños y adolescentes. 
· Aportes a la Ley Orgánica de Educación Intercultural: Se presentaron observaciones de cara a ampliar el marco de la garantía y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes dentro de la comunidad educativa.
· Observaciones a la Ley Orgánica de Movilidad Humana”: En el mes de diciembre de 2020, la Dirección Técnica en coordinación con la DAJ realizaron un “Informe frente a las reformas de la Ley Orgánica de Movilidad Humana”, a ser entregado a la Secretaría Técnica del CNII. Frente a ello, destacar que las reformas a la Ley Orgánica de Movilidad Humana evidentemente reflejan un alto contenido de progresividad en derechos, especialmente para los grupos de atención prioritaria determinados en el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, entre estos, niñas, niños, adolescentes, personas adultas mayores y víctimas de violencia.
· Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores (LOPAM): Se presentaron aportes previo a la aprobación de esta norma con el fin de ampliar el marco de protección de los derechos de las personas adultas mayores, en atención a sus necesidades y características propias, y sus relaciones intergeneracionales, en la corresponsabilidad del Estado, la sociedad y la familia para la garantía de sus derechos.

· Código Orgánico de la Democracia (COD): Se presentaron observaciones tendientes a garantizar el derecho a la participación de jóvenes en comisiones electorales. 

· Ley del Futbolista Profesional en el Ecuador: Informe frente a la acción pública de inconstitucionalidad de actos normativos, mediante la cual el Presidente de la Asociación de Futbolistas del Ecuador (AFE), solicitó se declare la inconstitucionalidad por el fondo de toda la Ley del Futbolista Profesional en el Ecuador. Dentro de lo cual se recomendó, entre otras, la importancia de que el Estado emita la legislación correspondiente para regular las escuelas, academias, centros de formación para futbolistas y campeonatos de fútbol públicas y privadas en donde niñas, niños y adolescentes menores de 15 años practican este deporte, en las que se tome en cuenta, entre otras la edad mínima así como las horas de práctica y la capacidad legal de los y las adolescentes para suscribir contratos de trabajo.
· Aportes al Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico Integral Penal y de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, para prevenir y sancionar la violencia sexual digital: El CNII entregó aportes a la Asamblea Nacional para el primero y segundo debate, tendientes a garantizar la protección de niñas, niños y adolescentes en entornos digitales. Dentro de las recomendaciones del CNII, estuvo la incorporación del cyberacoso, grooming, sexting, robo de identidad y otros delitos informáticos. Asimismo, se resaltó la coordinación del sistema judicial con las Juntas Cantonales y Metropolitanas de Protección de Derechos, en instancia administrativa.
· Aportes al Proyecto de la Ley Orgánica de la Juventud: A cargo de la Comisión de Garantías Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos Colectivos y la interculturalidad. El CNII en articulación con el MIES ha realizado aportes para una mayor garantía de los derechos de las personas jóvenes, desde su reconocimiento como actores estratégicos para el desarrollo y su participación en los diferentes espacios del poder público.  
· Aportes al Proyecto Ley Orgánica de Discapacidades: El mismo que ha sido elaborado por el MIES, respecto de lo cual, el CNII ha presentado aportes con el fin de transversalizar el enfoque intergeneracional (niñas, niños, adolescentes, jóvenes y personas adultas mayores) en el citado proyecto

· Aportes para la elaboración de la Observación Nro. 25 sobre los derechos del niño en relación con entorno digital del Comité de los Derechos del Niño: Los aportes se entregaron a través del Instituto Interamericano de la Niña, Niño y Adolescentes. Además, se colaboró con insumos e información para la construcción de la página web www.internetsegura.ec.
· Plan de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia al 2030: El Pleno del Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional integrado por representantes de las cinco funciones del Estado y las y los representantes de la sociedad civil suscribió el 20 de noviembre de 2018 una Resolución en la que se exhorta a las autoridades de las cinco funciones del Estado a que se establezca como política prioritaria, la protección integral de la niñez y adolescencia. Entre las principales disposiciones se contempló la elaboración del Plan Nacional de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia al 2030, el cual contiene políticas, acciones concretas y resultados hasta el año 2030 en materia de protección y atención integral de niñas, niños y adolescentes en el Ecuador. 

· 30 Recomendaciones de políticas públicas de Juventudes al 2030:  las mismas que están alineadas con la Constitución de la República del Ecuador y la normativa internacional de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes suscrita por el país. Este documento partió del análisis de las intervenciones de conferencias magistrales de expertos internacionales, realizadas en diferentes espacios de conferencias y seminarios.

· Política pública por una Internet Segura para niñas, niños y adolescentes: que busca potenciar las oportunidades que ofrecen las tecnologías de la información en la vida de este grupo generacional y en el marco del desarrollo de derechos digitales para promover acciones preventivas y protectoras de riesgos que pueden poner en peligro la integridad de la niñez y adolescencia, así como también, atender y reparar cuando se han producido vulneraciones. El CNII ha realizado el seguimiento al Plan de acción a través de una mesa intersectorial conformada por 22 instituciones. 

La Corte Nacional de Justicia, tiene como política el fortalecimiento del sistema de administración de justicia para garantizar el derecho humano de acceso a una justicia independiente, eficiente y eficaz, mediante la emisión de sus fallos de casación o revisión; la generación de jurisprudencia vinculante; la expedición de resoluciones generales y obligatorias; la participación en permanente en grupos de trabajo interinstitucional y la realización de eventos de capación y publicaciones en ciencias jurídicas.

En este marco, el principal eje de gestión de la Corte Nacional de Justicia ha sido fortalecer y luchar por el respeto a la independencia judicial, entendida esta como una prerrogativa de los justiciables, no de los jueces, fundamento del acceso a una justicia imparcial.

Se hace esta aclaración, pues la independencia judicial es un requisito previo del principio de legalidad que no puede ser utilizado como un privilegio, sino como una responsabilidad vinculada a las funciones jurisdiccionales de los jueces para hacer efectivos los derechos de las personas.

Por ello, las acciones emprendidas por esta Alta Corte han estado enmarcadas en la materialización de la independencia de los jueces para administrar justicia sin alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas.

Además, esta búsqueda de independencia judicial se enmarca en lo prescrito por el artículo 11 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, que acertadamente reconoce que la independencia del poder judicial cumple un rol decisivo en la lucha contra la corrupción. De ahí que la independencia judicial se traduzca en la mejor herramienta para combatir la corrupción dentro de la judicatura.

2: Sobre la contribución de dichas medidas, políticas y estrategias de justicia de transición a la realización de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en particular el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, relativo a la promoción de sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, la facilitación del acceso a la justicia para todos y la construcción a todos los niveles de instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas. Destacar la coordinación con las áreas de políticas relevantes (por ejemplo, la prevención de la violencia, el desarrollo económico, la reducción de la pobreza, la promoción del estado de derecho, el acceso a la justicia, la buena gobernanza, la lucha contra la corrupción y reformas de los sectores de seguridad y justicia), los resultados específicos en la contribución al desarrollo y los elementos clave que contribuyeron a su éxito. 

La aplicación de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, contribuye a la realización y ejecución de los Objetivos de la Agenda 2030. De manera particular al Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, que compromete a la reducción de todas las formas de violencia y las correspondientes tasas de mortalidad a nivel nacional, poner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia contra las mujeres, niñas, nuños y adolescentes; y de manera amplia y transversal a la norma; la promoción del Estado de derecho; el acceso a la justicia para todos; y la reducción de las corrientes financieras y de armas ilícitas. 

Para cumplir con las exigencias de las ODS, desde el Estado se promueven varias acciones entre ellas las siguientes:

· El Acuerdo Nacional 2030 “Por una Vida Libre de Violencias”, liderado por la SDH y el MIES, quienes actúan sobre tres ejes: prevención de las violencias, transformación de patrones socio-culturales y corresponsabilidades parentales positivas y libres de violencias; fortalecimiento de los sistemas especializados de protección integral de derechos y redes de apoyos sociales y comunitarios y; acceso a justicia, promoción y restitución de los derechos de las víctimas. Para ello se crea la Comisión Mixta Nacional de Acceso a la Justicia del Ecuador, integrada por las máximas autoridades de la Corte Nacional de Justicia, el Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General del Estado, la Defensoría Pública, la Secretaría de Derechos Humanos y el Ministerio de Inclusión Económica y Social. Se trata de un organismo de naturaleza deliberativa y de toma decisiones específicas que busquen prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños, las y los adolescentes, las personas adultas mayores, las personas con discapacidad, las personas en situación de movilidad humana y en contra de toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad.

· El Plan Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, cuyo objeto es generar una gestión integral del Estado, en coordinación con la misma sociedad a través de sus organizaciones, la academia, el sector privado y los distintos niveles de gobierno y funciones de Estado, permitiendo una gestión planificada y operativa por parte de las 22 instituciones que conforman el Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (SNIPEVCM), constituye un instrumento de política pública de carácter intersectorial y estratégico, de corto, mediano y largo plazo.

· El Modelo de Gestión del Sistema Nacional de Prevención y Erradicación de la violencia contra las Mujeres, en donde se establece la relación entre las instituciones del SNIPEVCM, donde se plantea atribuciones específicas por cada uno de los niveles, dependiendo si este es directivo, técnico o transversal. Para ello, la SDH ha coordinado con las entidades rectoras de los sectores social, de seguridad, económico y productivo, de acceso a la justicia, y de comunicación e información, la definición de políticas sectoriales que permitan la generación de estrategias integrales para la superación de la problemática de violencia de género contra las mujeres.

· La Política Intersectorial de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes (PIPENA 2018 – 2025), cuyo objetivo es contribuir a que las y los adolescentes accedan de manera universal a información, educación incluyendo educación integral de la sexualidad, servicios de salud sexual y salud reproductiva, para la toma de decisiones libres, responsables y saludables sobre su sexualidad y reproducción, a través del ejercicio pleno de los derechos sexuales y derechos reproductivos para una vida libre de violencia.

La Secretaría de Derechos Humanos ha recibido por parte de la Defensoría del Pueblo, 314 casos de los cuales se han firmado 140 acuerdos indemnizatorios, 169 se mantienen en trámite y 5 procesos se encuentran en etapa de revisión final de acuerdos indemnizatorios para ejecución del pago de las indemnizaciones. Además de la reparación material, ha sido clave el trabajo a nivel institucional para institucionalizar las políticas de reparación a favor de las víctimas. En este sentido, la aplicación de la justicia transicional, ha permitido dar una respuesta a las diferentes violaciones de derechos humanos masivas respondiendo con legitimidad, a fin de que las víctimas sean reparadas, a través de la acción y articulación de la Secretaría de Derechos Humanos.
Cómo es posible evidenciar en el punto 1 de este informe, las acciones del CNIG contribuyen al cumplimiento de la Agenda 2030. De hecho, el principal instrumento de planificación del Estado en temas de género, la Agenda Nacional para la Igualdad de Género 2018-2021 (cuyo contenido se explicará más adelante) se alinea a los objetivos de la Agenda 2030 y entre los ejes que se abordan se encuentra el de: autonomía y cultura de paz; sostenibilidad de la vida; liderazgo y trasformación de patrones socio culturales. Por ende, para el cumplimiento de las atribuciones del CNIG en cuanto a la transversalización del enfoque del género, esa institución se articula con distintas instituciones y funciones del Estado Ecuatoriano.

La Dirección de Política Criminal de la Fiscalía General del Estado ha desarrollado proyectos de política criminal y participa activamente en varios espacios interinstitucionales en los cuales se aborda el acceso a justicia, protección de derechos de mujeres y grupos vulnerables, los cuales se detallan a continuación:

· Proyecto: “Formulación de los Lineamientos de Política de Prevención del Fenómeno Delictual de Violencia Sexual en contra de Niñas, Niños y Adolescentes (NNA) y su Acceso a Justicia”. El Proyecto tiene como objeto contribuir al acceso a justicia y la prevención del fenómeno delictual de violencia sexual en contra de Niñas, Niños y Adolescentes, mediante la formulación de lineamientos de política criminal que identifiquen la problemática y propongan acciones que coadyuven a la eficiencia de la gestión institucional y la articulación interinstitucional. Principales productos o líneas de acción: 1.- Estudio del Comportamiento Criminológico de Delitos Contra la Integridad Sexual en Niñas, Niños y Adolescentes (NNA) en Ecuador. 2.- Campaña de Prevención de la Violencia contra NNA con utilización de la Cartilla Paco, Pepe, Renata y la Mano.  3.- Participación del diseño de vías alternativas de denuncia para violencia de género e intrafamiliar como medida de acceso a justicia. Estrategias para que sea sostenible en el tiempo. Grupo beneficiario: niños, niñas y adolescentes. Fecha de elaboración: 2019-2020 Implementación: 2020-2021

· Proyecto: “Formulación de Lineamientos de Política Criminal que contribuyen al acceso a justicia de Adultos Mayores, Personas con Discapacidad y de Atención Prioritaria de la Fiscalía General del Estado”: El Proyecto tiene como objetivo contribuir al acceso a justicia de los grupos de atención prioritaria, a través de una política de atención preferencial a corto, mediano y largo plazo, a través de: 1.- Formular la política criminal que, desde la comprensión de la gestión y competencias de Fiscalía General del Estado, contribuyan a mejorar los procesos de atención a grupos de atención prioritaria. 2.-Proponer y coordinar acciones para la mejora de los procesos en cuanto a la atención de grupos prioritarios. Grupo beneficiario: grupos de atención prioritaria descritos en el art. 35 de la Constitución de la República del Ecuador. Fecha de elaboración: 2020-2021. Implementación: 2021-2022

Participación en mesas interinstitucionales:

· Mesa Interinstitucional para la construcción de política integral de prevención y erradicación de la violencia sexual en el ámbito educativo, para el cumplimiento de la medida 11 de la Sentencia de la Corte Interamericana dentro del Caso Guzmán Albarracín y Otras vs. Ecuador: El 28 de agosto de 2020, la Secretaría de Derechos Humanos, en el marco de sus atribuciones legales, convocó a diferentes instituciones del Estado para la coordinación del cumplimiento de las medidas de reparación dictadas por la Corte IDH en el Caso Guzmán Albarracín y Otras vs. Ecuador, en la que las instituciones participantes acordaron acciones inmediatas para articular el cumplimiento de la medida 11 de la mencionada sentencia: “El Estado identificará y adoptará medidas para tratar la violencia sexual en el ámbito educativo, de conformidad con lo establecido en los párrafos 245 y 246 de esta Sentencia”. Para el efecto, se acordó la conformación de una Mesa Interinstitucional para la construcción de una política integral para la prevención y la erradicación de la violencia sexual en el ámbito educativo, con la participación del Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud Pública, la Fiscalía General del Estado, el Consejo de la Judicatura, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional y con el liderazgo de la Secretaría de Derechos Humanos. Grupo beneficiario: niños, niñas y adolescentes. 

· Mesa Interinstitucional del Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de los Derechos de las Personas Adultas Mayores: El Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de las personas adultas mayores, se articulará al Plan Nacional de Desarrollo que incorporará las políticas y estrategias necesarias para garantizar los derechos generales y específicos de las personas adultas mayores. Las entidades integrantes del Sistema ejecutarán las políticas, estrategias y acciones sujetas a los objetivos y metas del Plan. Grupo beneficiario: personas adultas mayores.

· Subcomisión Técnica Especializada de Acceso a Justicia a Niñas, Niños y Adolescentes: El Pacto por el Acuerdo Nacional 2030 para el Acceso a la Justicia por una vida libre de violencia fue suscrito el 29 de julio del año 2020. Su eje central de trabajo es el derecho de Acceso a Justicia de todas las personas pertenecientes a grupos vulnerables. El Acuerdo se lleva a cabo mediante la Comisión Nacional Mixta la cual se conforma por las máximas autoridades de: Fiscalía General del Estado (FGE), Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) Consejo de la Judicatura (CJ), Secretaría de Derechos Humanos (SDH), Corte Nacional de Justicia (CNJ) y Defensoría Pública (DP). Esta instancia aprobó el 24 de septiembre de 2019 el Instructivo para la Organización y Funcionamiento del Pacto, mediante el cual se conforma dos Subcomisiones, la Subcomisión de Género y la Subcomisión Técnica Especializada de Niñez y Adolescencia.

· La Subcomisión Técnica Especializada de Niñez y Adolescencia enmarcada en el cumplimiento de los principios rectores de cada institución interviniente tiene como objetivo la atención a los principios de acceso a justicia y de interés superior de la niñez. Grupo beneficiario: Niñas, niños y adolescentes. Espacio interinstitucional permanente.

· Protocolo de Detección, Derivación y Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Delitos de Violencia Sexual: Las instituciones que conforman la Comisión Mixta del Acuerdo 2030 por una Vida Libre de Violencia, (Corte Nacional, Fiscalía General del Estado, Consejo de la Judicatura,  Ministerio de Inclusión Social y Secretaria de Derechos Humanos) tienen como eje central de trabajo el derecho de acceso a justicia, de todas las personas consideradas como grupo de atención prioritaria, en este caso de aquellos que se encuentran en situación de doble vulnerabilidad, siendo los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual. A través de este compromiso, se creó la Subcomisión Técnica Especializada de Acceso a Justicia a Niñas, Niños y Adolescentes (NNA), en cumplimiento de los principios rectores de cada institución interviniente en el marco del Acuerdo 2030, en especial, en atención al principio de legalidad, en coordinación con el cumplimiento al principio de interés superior del niño. Entre los objetivos que esta Subcomisión se ha planteado se encuentra la elaboración de un Protocolo que, en función de las competencias institucionales, integre la actuación estatal en un eje común que comprenda tres etapas de un mismo proceso: la detección, la derivación y la atención judicial de casos de violencia sexual contra la niñez y adolescencia. Este Protocolo Interinstitucional pone como centro común de gestión la garantía de derechos, la protección y la no revictimización a NNA; y se propone como un instrumento que oriente la actuación del personal a cargo desde los enfoques de derechos humanos y protección integral. En el marco de esta Subcomisión, la FGE coordina la Mesa Jurisdiccional para la elaboración del Protocolo de Atención a NNA Víctimas de Delitos de Violencia Sexual. El producto a cargo de FGE fue presentado para el análisis de la Subcomisión y la Comisión Mixta en julio del presente año (2021). Grupo beneficiario: Niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual.

· Actualización Instructivo Interno del Proceso "Atención NNA Víctimas de Delitos en Contra de la Integridad Sexual”: Fiscalía General del Estado, dentro de su mejoramiento continuo de procesos, en junio del presente año (2021) inició la actualización del proceso interno mediante el cual se atienden las noticias del delito en contra de la integridad sexual de niñas, niños y adolescentes. En el desarrollo de este instructivo participan actualmente la Dirección de Control Jurídico y Actuación Fiscal, Dirección de Procesos y Calidad, Dirección de Derechos Humanos con la Unidad de Género, representantes de las fiscalías especializadas y la Dirección de Política Criminal. Grupo beneficiario: Niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos en contra de la integridad sexual. Fecha de elaboración: 2021 (El proceso está previsto para ser concluido a finales del año en curso).
La voluntad política de las autoridades del gobierno, tanto local como central, permite de alguna manera desarrollar acciones que pueden allanar el camino hacia una sociedad más democrática, en la que exista cabida para todos los grupos sociales y en los que la discriminación sea la única excluida. En este sentido, el MIES, como ente regulador de la inclusión en el marco del gobierno central, ha enfocado su accionar hacia aquellos grupos menos favorecidos, entre ellos, las personas adultas mayores, las personas con discapacidad, los niños, las niñas, los adolescentes, las mujeres. Actualmente, MIES se ha planteado un posicionamiento muy fuerte en la defensa de los derechos de las personas con orientación sexual e identidad de género. La apertura de las autoridades ha permitido incurrir en este tipo de procesos que, como resultado, ha generado una política pública relevante: “Protocolo de Atención a Personas LGBTI en los Servicios MIES”. Proyecto exitoso de inclusión que se está difundiendo a nivel del gobierno central, en el que el MIES, poco a poco, se va convirtiendo en un apoyo importante en el trabajo relacionado con los derechos humanos de los grupos menos favorecidos y de atención prioritaria.

En la Constitución de la República del Ecuador se establece, de acuerdo al artículo 35, que las niñas, niños y adolescentes recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado; además, es obligación del Estado prestar especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad. Así también, en el artículo 44 menciona: “El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y aseguraran el ejercicio pleno de sus derechos; (…)”

Además, cabe señalar que el artículo 46 de la norma IBIDEM, señala “El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños y adolescentes: 2. Protección especial contra todo tipo de explotación laboral o económica. Se prohíbe el trabajo de menores de quince años y se implementarán políticas de erradicación progresiva del trabajo infantil. (…)”

Mediante Acuerdo Ministerial Nro. 030, se establece la reforma integral al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del MIES; así, se atribuye a la Subsecretaría de Protección Especial la Dirección de Prevención de Vulneración de Derechos, misma que se encarga de la Gestión de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil, Mendicidad y Atención a Habitantes de Calle.

En este sentido, MIES ha emprendido un proceso sostenido para la prevención y erradicación progresiva del trabajo infantil; así con Acuerdo Nro. 124, el 16 de agosto del 2019 se expide la Norma Técnica del Servicio de Erradicación del Trabajo Infantil, cuyo objetivo es garantizar la atención integral de niñas, niños y adolescentes, que se encuentran en actividades de trabajo infantil, a fin de promover condiciones de igualdad e inclusión social.  En el año 2020 se desvinculó a 3.209 niñas, niños y adolescentes del trabajo infantil.  

En materia de derechos e igualdad intergeneracional, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional informa lo siguiente sobre la contribución a las medidas del punto 1, políticas y estrategias de justicia de transición a la realización de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en particular el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16:

· Propuesta de Instructivo para las actuaciones policiales en casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia: El Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional acompañó a la Dirección Nacional de Policía Especializada en Niños, Niñas y Adolescentes (DINAPEN) en la construcción de esta propuesta con el objetivo de establecer directrices claras respecto de la articulación interinstitucional de la DINAPEN con las Juntas Cantonales de Protección de Derechos, la Fiscalía General del Estado, las Unidades Judiciales, el Ministerio de Salud Pública, entre otros organismos que forman parte del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia (SNDPINA), en el marco de la ruta de atención a niñas, niños y adolescentes, víctimas de violencia, así como la intervención de la DINAPEN frente a casos de adolescentes con responsabilidad penal.
· Articulación con el Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación: En septiembre de 2019, el CNII participó en reuniones interinstitucionales para revisar y realizar aportes a la propuesta de reglamento de franjas horarias, contenidos comunicacionales y con enfoque de género; espacio en el que se retroalimentó la necesidad de que los contenidos comunicacionales estén adecuados a las necesidades de los grupos generacionales, especialmente para niñas, niños, adolescentes y personas adultas mayores. Además, se realizó aportes al documento Metodología de calificación de contenidos sexualmente explícitos en el que se propone dejar establecida la importancia de los contenidos sexualmente explícitos con finalidad formativa para el desarrollo de criterios y prácticas de niñas, niños y adolescentes. A la fecha se está trabajando en la construcción de la hoja de ruta para la atención de los casos de vulneración de derechos de grupos prioritarios, mujeres, pueblos y nacionalidades, con el fin de evitar todo tipo de discriminación o violaciones de derechos por parte de los diferentes programas de los medios de comunicación.  

· Participación en la Comisión Interinstitucional para el diseño, ejecución y evaluación del plan de implementación de la administración de justicia especializada para adolescentes infractores: Este espacio se deriva del cumplimiento de la sentencia de la Corte Constitucional Nro. 9-17-CN/19 de 09 de julio de 2021, el mismo que está liderado por la Dirección de Acceso a la Justicia del Consejo de la Judicatura, y de la que forman parte el SNAI, DP, FGE, el CNII y la Fundación Tierra de Hombres, entre otras instituciones.

· Protocolo de articulación de los sistemas locales de protección de derechos de niñas, niños y adolescentes y personas adultas mayores en el marco de la emergencia sanitaria por COVID-19: Documento que tiene como objetivo establecer un procedimiento de articulación interinstitucional para garantizar el cuidado y protección de niñas, niños, adolescentes y personas adultas, que se quedaron sin el cuidado de sus familiares, por enfermedad o muerte por COVID-19. Entre las instituciones que participaron en la construcción del protocolo se encuentran: Ministerio de Educación (MINEDUC), Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), Ministerio de Salud (MSP), Secretaría de Derechos Humanos (SDH), Fuerzas Armadas, Secretaria Nacional de Gestión de Riesgos, Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana (MREMH), Policía Especializada en Niñas, Niños y Adolescentes, y Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional (CNII). El CNII resultó ganador de la Buena Práctica sobre grupos en situación de vulnerabilidad en el contexto del COVID-19, en la categoría Niños, Niñas y Adolescentes.

· Documento “Recomendaciones generales para la elaboración de procedimientos y protocolos para la aplicación de medidas administrativas de protección integral de derechos a favor de las personas adultas mayores”: Documento realizado en coordinación MIES y el CNII, con el fin de contribuir con los GAD en la construcción de este proceso, el mismo que fue socializado con los GAD municipales y metropolitanos en el mes de mayo de 2021.

· Voto de personas adultas mayores: En conjunto con el Consejo Nacional Electoral y el Instituto de la Democracia, el CNII articuló acciones para promover el voto de personas adultas mayores. 

· Voto facultativo de adolescentes: En conjunto con el Consejo Nacional Electoral y el Instituto de la Democracia, el CNII articuló acciones para promover el voto facultativo de adolescentes.

· Participación en las reuniones convocadas por el Ministerio de Inclusión Económica y Social: Con el fin de aportar en la conformación e implementación del Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de Derechos de las Personas Adultas Mayores.

· Mesa Interinstitucional para la Construcción de Política Integral para la Prevención y Erradicación de Violencia Sexual en el ámbito Educativo, en cumplimiento a las medidas reparatorias contenidas en la Sentencia del Caso Guzmán Albarracín y Otras Vs. Ecuador: La misma que está liderada por la Secretaría de Derechos Humanos (SDH) y de la que forman parte el Ministerio de Educación (MINEDUC(, Ministerio de Salud Pública (MSP), Fiscalía General del Estado (FGE), Consejo de la Judicatura (CJ), Corte Nacional de Justicia (CNJ), Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional (CNII) y Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG). La Mesa Interinstitucional, al momento está trabajando en la construcción de la “Estrategia nacional para la prevención y erradicación de la violencia sexual en el ámbito educativo en niños, niñas y adolescentes al 2021-2025”.

· Protocolo de Seguridad para la Prevención, Atención Integral y Restitución de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Violencia en Servicios de Acogimiento Institucional: Documento trabajado en coordinación entre el MIES y el CNII, teniendo como propósito de  establecer los procedimientos para dar una atención oportuna, eficaz y de calidad a las víctimas de violencia física, psicológica y sexual, cuando se detecten u ocurran en cualquiera de los servicios que estén bajo la rectoría del Ministerio de Inclusión Económica y Social – MIES-; con el fin de garantizar y supervisar la seguridad e integridad de niñas, niños, niñas y adolescentes, al interior de las Casas de Acogida.

· Participación en la construcción del protocolo de actuación en favor de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales en el marco de la subcomisión técnica especializada de niñez y adolescencia: Tema coordinado por la Defensoría Pública (DP) en cumplimiento del Acuerdo 2030. Para el efecto, se han constituido dos mesas de trabajo, una judicial liderada por la FGE y en la que participa también el CNII; y, otra administrativa, liderada por el CNII y la SDH, las mismas que a la fecha, cuentan con los primeros borradores de los documentos.

· Participación en la Comisión Interinstitucional para el diseño, ejecución y evaluación del plan de implementación de la administración de justicia especializada para adolescentes infractores: Este espacio se deriva del cumplimiento de la sentencia de la Corte Constitucional Nro. 9-17-CN/19 de 09 de julio de 20219, el mismo que está liderado por la Dirección de Acceso a la Justicia del Consejo de la Judicatura, y de la que forman parte el SNAI, DP, FGE, el CNII y la Fundación Tierra de Hombres, entre otras instituciones.

· Propuesta de Reglamento de Funcionamiento de la Mesa Técnica Distrital Para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil prevista en la Ordenanza Metropolitana Nro.016-2020: El CNII en articulación con las instituciones locales de la ciudad de Quito viene participando en la construcción de este instrumento de cara a prevenir y erradicar el trabajo infantil en la ciudad de Quito.

· Participación de representantes del Ecuador en la Red de corresponsales infantiles y adolescentes (CORIA): Creada por el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes, con el objetivo de promover el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, de asociación y de acceso a la información. En este sentido, desde el CNII se ha promovido la participación de representantes del Ecuador en este espacio. Adicionalmente, se ha realizado la articulación en el proceso Adulta referente CORIA, con la Comisión Permanente Niñ@Sur en la plataforma desarrollada por el Instituto del Niño y del Adolescente de Uruguay (INAU).

· Participación en la Red de Enlaces Técnicos liderada por el IIN sobre temas de movilidad humana: Espacio en el cual se ha compartido y analizado las experiencias y actuaciones de los diferentes Estados para la protección de derechos de niñas, niños y adolescentes en contextos de movilidad humana, así como aportes a documentos de protección y al Protocolo de Cooperación Regional para la protección de derechos de niñas, niños y adolescentes en contextos de movilidad humana.

· Transversalización de políticas públicas para la igualdad intergeneracional en los planes institucionales de las instituciones públicas: La transversalización de la ANII, se implementa a través de una estrategia de incidencia política fundamentada en los derechos humanos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; derechos humanos específicos de niñez y adolescencia, de jóvenes, de personas adultas mayores; derecho a la igualdad y no discriminación, incluidos el derecho a la igualdad de trato ante la ley y el derecho a ser protegido contra la discriminación por diversos motivos como la orientación sexual y la identidad de género. 
La ANII se transversaliza en las entidades de las cinco funciones del Estado y todos los niveles de gobierno.  En el nivel nacional para lograr la inclusión de las políticas públicas en la planificación de las instituciones ejecutoras, se han mantenido reuniones técnicas y mesas intersectoriales e interinstitucionales. En el 2019, se realizó un proceso de levantamiento de información a través de las matrices de seguimiento de las políticas públicas priorizadas de la Agenda Nacional para la Igualdad Intergeneracional 2017-2021: Reporte de políticas públicas implementadas para Niñas y Niños, para Adolescentes, Jóvenes y Personas Adultas Mayores de los años 2017-2021, con los organismos rectores y ejecutores de las políticas públicas del nivel nacional.

Por otro lado, se trabajó en la propuesta de seguimiento a la transversalización de políticas públicas de la ANII 2017-2021 con la Secretaría Técnica Planifica Ecuador para dar seguimiento a la elaboración de los PDOT cantonales; y, asistencia técnica y acompañamiento a los consejos cantonales de protección de derechos en su atribución de transversalización y seguimiento a las políticas públicas locales. 

· Visualizador de información estadística con 187 indicadores estadísticos de datos sobre grupos generacionales: Contiene información desagregada por edad, sexo, etnia, entre otros; herramienta que difunde información permanente y concreta acerca del estado, condición de vida de la población ecuatoriana.

La Corte Nacional de Justicia se ha comprometido con el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de Naciones Unidas, especialmente con el Objetivo 16 para alcanzar una sociedad pacífica e inclusiva para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear una institución eficaz, responsable e inclusiva.

El acceso a la justicia es un principio básico del Estado Constitucional, en nuestro ordenamiento jurídico forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva. Sin acceso a la justicia, las personas no pueden ejercer su derecho a la protección y garantía de los mismos, hacer frente a la discriminación ni someter a la rendición de cuentas a quienes ejercen la administración pública. Además, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, reconoce que la integridad e independencia de la judicatura es una de las mejores herramientas para luchar contra la corrupción, que tiene un impacto directo en los derechos humanos.

En este ámbito el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, integra y actualmente preside la Comisión Mixta Nacional de Acceso a la Justicia, que tiene como propósito buscar soluciones para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra los grupos de atención prioritaria. Así, se elaboran instrumentos como el protocolo único de actuación interinstitucional para la detección, derivación y atención de los delitos contra la integridad sexual en contra de la niñez y adolescencia, a fin de que órganos administrativos y jurisdiccionales coordinen acciones y eviten la revictimización.

La Corte Nacional de Justicia forma parte de la Red Mundial de Integridad Judicial “Uniendo fuerzas para el fortalecimiento de la integridad judicial y la prevención de la corrupción en el sistema de justicia”, como un espacio para discutir temas pertinentes y problemáticas emergentes relativas a la integridad judicial, así como para el desarrollo de recomendaciones para el fortalecimiento de la integridad e independencia judicial.

También la Corte fue reconocida por sus buenas prácticas en materia de lucha contra la corrupción por la UNODC, así como por el Programa “Crimjust” de la Unión Europea al haber sido elegida sede del primer Taller de Formador de Formadores de la Región, en el marco del pilar de integridad judicial del Programa Global para la implementación de la Declaración de Doha.

La Corte Nacional de Justicia ha mantenido una participación activa en reformas legales como: Ley para Prevenir y Erradicar Contra la Violencia de la Mujer y la Familia; reformas al Código Orgánico Integral Penal; reformas al Código Orgánico de la Función Judicial; nuevo Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (en proceso).

Finalmente, la Corte a través de sus resoluciones generales y obligatorias, como de la jurisprudencia obligatoria en fallos de triple reiteración, ha adoptado decisiones que tiene relación al tema; tales es el caso de: Resolución para agilitar los casos de recuperación internacional de menores por traslado o retención ilícita; competencia y procedimiento en los delitos de fenicio y violencia contra la mujer y núcleo familiar; jurisprudencia obligatoria sobre garantía de la mujer trabajadora en gestación y sobre que el reconocimiento voluntario de los hijos es irrevocable.

3: Ejemplos y resultados de procesos de justicia de transición con perspectiva de género incluyendo medidas específicas para garantizar la participación plena, efectiva e igualitaria de las mujeres y niñas, aumentar su papel en la toma de decisiones y contribuir a su empoderamiento - así como su contribución al sostenimiento de la paz y al desarrollo, 

El Ecuador cuenta con la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (LOIPEVM) (2018).  La LOIPEVM determina la articulación del Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres que “es el conjunto organizado y articulado de instituciones, normas, políticas, planes, programas, mecanismos y actividades orientados a prevenir y a erradicar la violencia contra las mujeres, a través de la prevención, atención, protección y reparación integral de los derechos de las víctimas.”   (Art. 13)   Esta normativa, como su nombre lo indica, mantiene mecanismos para la reparación integral en casos de violencia contra las mujeres: niñas, adolescentes, jóvenes, adultas, adultas mayores, y determina que:

“La reparación podrá incluir entre otras formas, la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud, entre otras.”  (Art. 62)

Adicionalmente, la LOIPEVM  contempla la prevención de la violencia de género que puede darse tanto en el espacio público como en el privado, por lo que constituye un instrumento fundamental para el ejercicio del derecho de las mujeres a participar en la vida pública.   

Por su parte, la Agenda Nacional para la Igualdad de las Mujeres y personas LGBTI 2018-2021 (ANIG), instrumento de planificación nacional, elaborado por el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG), guía al Estado Ecuatoriano para la garantía de derechos humanos de las niñas, mujeres y personas LGBTI.  En la ANIG se da cuenta de los desafíos que tiene el país en cuanto a la participación política de las mujeres y la violencia política.   

En el tema de participación, la ANIG plantea la política: Garantizar la igualdad de acceso y la plena participación de las mujeres y personas LGBTI en las estructuras de poder y en los procesos de toma de decisiones, promoviendo el libre ejercicio de sus derechos políticos. 

En cuanto a comunicación se contemplan las políticas: 
1. Propender a la democratización de la cultura a través del ejercicio de los derechos de mujeres y personas LGBTI en el arte, las letras, la ciencia, la tecnología, los modos de vida, costumbres, tradiciones, creencias, en igualdad de condiciones y sin discriminación. 
2. Impulsar un marco normativo y administrativo para que mujeres, personas LGBTI y comunidades cuenten con herramientas para desarrollar sus manifestaciones culturales en igualdad de condiciones y sin discriminación.  
3. Fomentar procesos de transformación de patrones socioculturales a través de una comunicación inclusiva, participativa, democratizadora, con énfasis en la erradicación del machismo, el sexismo, la misoginia, el racismo, la xenofobia y la homofobia. 

La ANIG se centra en la participación política de las mujeres desde un enfoque interseccional y en garantizar la democratización de la comunicación en condiciones de igualdad. La ANIG y la LOIPEVM aportarían a la prevención y erradicación de la violencia y a la transformación de patrones culturales discriminatorios.  

De igual manera la ANIG considera la desigualdad en la sobrecarga laboral de hombres y mujeres, factor importantísimo que viabiliza o limita la participación de las mujeres.  En conclusión, la ANIG promueve que las mujeres cuenten con el tiempo necesario para participar en la vida pública, insta a la construcción de entornos seguros, libres de violencia y discriminación, y al mismo tiempo promueve la participación, capacitación y formación de las mujeres. 

Desde el CNIG se considera fundamental implementar lo que determina tanto la normativa como los instrumentos de planificación para garantizar el derecho de las mujeres a participar en la vida pública, y contar con voluntad política, presupuestos, recursos para llevar a cabo este objetivo, de lo contrario los instrumentos normativos y técnicos se convierten en documentos declarativos que no generan resultados de impacto; por este motivo el CNIG ha generado insumos que facilitan la transversalización del enfoque de género, e instan a la participación.  Entre estos insumos se encuentra la publicación Violencia Política de Género, apuntes para la participación política de las mujeres, texto que brinda insumos e informa sobre los mecanismos para abordar este tema. 

En cuanto a la protección de los derechos de las personas defensoras de derechos humanos se encuentra en construcción la política pública respectiva.  Esta acción nace de la demanda de las mujeres amazónicas que llegan a la capital para denunciar una serie de violencias y vulneraciones a sus derechos, a los de las comunidades y los espacios donde habitan. Para dar cumplimiento a su mandato, se articula la mesa interinstitucional, en la cual el CNIG ha asesorado técnicamente para incorporar el enfoque de género y visibilizar la situación particular de violencia de género que enfrentan las mujeres defensoras de derechos humanos y la naturaleza debido a condiciones previas de exclusión y discriminación. 

Después de un trabajo sostenido durante todo el año 2020, al interior de la mesa se aprobó el documento teórico conceptual para el diseño e implementación de esta política, conocido y validado en varios talleres por sociedad civil. 

Actualmente, en el marco de esta acción se potencia la elaboración del diagnóstico situacional de las personas defensoras de derechos humanos, para lo cual se han realizado talleres y se mantiene un grupo de trabajo conformado por la Defensoría del Pueblo, la Secretaría de Derechos Humanos y 33 organizaciones de sociedad civil.

Respecto a la formación a los miembros de la judicatura y otros profesionales del derecho, este año el CNIG en articulación con la Escuela de Función Judicial trabajan en el desarrollo de un curso virtual con el objetivo de fortalecer los conocimientos a 130 jueces y juezas de lo laboral, 130 secretarias, secretarios y defensores y defensoras públicas sobre “derechos laborales con enfoque de género”, pues varias de sus resoluciones no consideran las particularidades y las realidades que viven hombres, mujeres diversas y población LGBTI.

Por otra parte, desde hace varios años, el CNIG participa en el Programa de Capacitación Integral Continua (PCIC) de la Policía Nacional.  En este sentido, en el 2020 también intervino en ese proceso de capacitación a las y los instructores de derechos humanos de la Policía. Para cumplir con este objetivo, el CNIG participó en las reuniones convocadas por el Ministerio de Gobierno, aportó con insumos para la elaboración de la nueva malla curricular y envió la planificación y metodología para el desarrollo del módulo sobre la “Incorporación del Enfoque de Género en Protocolos y Procedimientos Policiales”. Dicho taller se llevó a cabo de manera presencial el 27 de enero del 2020 y el 24 de marzo se envió el informe respectivo al Ministerio de Gobierno. Estas capacitaciones fueron consideradas estratégicas puesto que la Policía Nacional es la instancia que tiene el contacto inicial y directo con las víctimas de alguna infracción, de manera que brindar aportes técnicos desde la perspectiva de género en su formación y en sus protocolos. 

En cuanto a capacitaciones al servicio público, en el marco del convenio entre el CNIG y el Ministerio del Trabajo, firmado el 17 de septiembre de 2018, cuyo objetivo era “generar acciones para transversalizar e  institucionalizar el enfoque de género en la cultura y gestión institucional del Ministerio del Trabajo", se aportó con la Elaboración de tres módulos del Curso Autoadministrado Políticas Públicas y Presupuestos, que posteriormente se llamó Transversalización del Enfoque de Género en el sector público y privado. Este curso es el resultado del trabajo interinstitucional entre el CNIG, Ministerio de Trabajo y ONU Mujeres e incluye la temática de violencia de género. 

El 4 de febrero se cumplió el evento de presentación del curso ante las instituciones del Estado y la sociedad civil.  En abril y mayo de 2021 las primeras instituciones del sector público como: Ministerio de Educación, Consejo Nacional para la Igualdad de Género y Secretaria de Derechos Humanos; y empresas del sector privado como: Construcciones y Prestaciones Petroleras (CPP), cursaron esta capacitación a manera de plan piloto.

En cuanto a información específica sobre la participación de las mujeres en la vida pública se encuentra la publicación Participación Política de las Mujeres en el Ecuador, un análisis sobre el proceso evolutivo de la participación política de las mujeres en el país, elaborada en articulación con el Consejo Nacional Electoral (CNE): Este documento incluye el contexto de la participación política de las mujeres, avances normativos y cifras. Dentro de los datos que se muestran, se analiza la participación y el ausentismo electoral en el periodo 2009-2019, así como la representación de las mujeres en los resultados de los procesos electorales de la Presidencia, Asamblea, Parlamento Andino, Gobiernos Autónomos Descentralizados Provinciales, Municipales y Parroquiales, tanto a nivel de candidaturas como dignidades electas.

En este mismo sentido, en el año 2019 el CNE, con el apoyo de ONU Mujeres, realizó dos estudios denominados: Situación de Paridad Democrática en el Ecuador” y “Estudio: violencia política contra las mujeres en Ecuador, estos insumos aportaron evidencia para la reforma legislativa y cambios normativos e institucionales sobre igualdad de género.

En relación con la participación de las mujeres en elecciones se puede informar que en el año 2008 el principio de paridad fue reconocido como un derecho Constitucional. La Constitución de la República, en su Artículo 61 detalla los Derechos de Participación de los y las ciudadanas ecuatorianas, mismos que deben obedecer a criterios de equidad y paridad de género e igualdad de oportunidades. 

En la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, promulgada en 2009, se contempló la paridad en las candidaturas para las dignidades pluripersonales, lo cual mejoró la participación de las mujeres en los cuerpos colegiados.  Sin embargo, en las dignidades unipersonales, al no existir normativa que estipule la paridad, se mantenía una brecha grande entre hombres y mujeres.

En febrero de 2020 entró en vigencia la Reforma a Ley Orgánica Electoral-Código de la Democracia, con avances en materia de género, entre ellos, la incorporación de medidas para garantizar que la ley y el principio constitucional de paridad se cumplan tanto para las dignidades unipersonales y las pluripersonales.  Es decir, en todos los binomios las candidaturas se integren con la participación de una mujer y un hombre o viceversa (Artículo 99, numeral 9); y en el encabezamiento de las listas de candidaturas pluripersonales se incluyó la paridad horizontal, para que de manera progresiva el 50% de las listas estén encabezadas por mujeres (Artículo 99, numerales 1 y 2).
De igual manera esta normativa insta a “Considerar medidas de acción afirmativa para la inclusión de personas pertenecientes a los pueblos y nacionalidades indígenas, pueblo afroecuatoriano y el pueblo montubio y también para los sectores discriminados” (Art. 3 y Art. 99, literal 9 de la Ley Orgánica Electoral, Código de la Democracia).

Adicionalmente, en este instrumento normativo se reconoce y sanciona la violencia política por razones de género. La violencia política de género se define en el artículo 280 como “aquella agresión cometida por una persona o grupo de personas, directa o indirectamente, contra de las mujeres candidatas, militantes, electas, designadas o que ejerzan cargos públicos, defensoras de derechos humanos, feministas, lideresas políticas o sociales, o en contra de su familia”. Detalla hechos específicos que pueden considerarse violencia política de género y establece sanciones para este tipo de violencia que van desde “veintiún salarios básicos unificados hasta setenta salarios básicos unificados, destitución y/o suspensión de derechos de participación desde dos hasta cuatro años” (Art. 279 Ley Orgánica Electoral)

Posteriormente a las reformas a la Ley Orgánica Electoral se realizaron reformas a varios reglamentos, de manera que permitan efectivizar lo planteado en las reformas a la Ley mencionada. En este proceso se incorporaron temáticas importantes para alcanzar la igualdad y no discriminación, especialmente lo referente a la paridad que se sustenta en la alternabilidad y secuencialidad, (principios que ya fueron incorporados por la normativa desde el año 2000) encabezamiento de listas por mujeres, y la incorporación de la prevención, detección y denuncia de la violencia política de género. A pesar de estos esfuerzos se considera necesario potenciar las acciones para la prevención, abordaje y sanción de este tipo de violencia.
Simultáneamente se plantearon procesos de formación y/o capacitación a organizaciones políticas y organizaciones de sociedad civil, en cuanto al derecho a la participación política de las mujeres, personas LGBTI+, y la prevención en violencia política por razón de género. El CNIG desarrolló el módulo sobre género y política pública de manera que pueda incorporarse en la plataforma del CNE para uso de las Organizaciones Políticas.  En vista de las circunstancias presentadas por la pandemia del COVID 19, la capacitación se realizó a través de webinarios, durante el año 2020.

Como puede inferirse, el CNIG considera fundamental contar con una mirada integral de los factores que inciden en la participación de las mujeres en el ámbito político. Uno de estos, es la violencia de género, ya sea como lideresas, candidatas o como autoridades ejerciendo un cargo de poder. Por ejemplo, en el contexto de la pandemia, esta institución tuvo conocimiento de que, en la ciudad de Cotacachi, en las sesiones donde intervenían mujeres como concejalas, se les silenciaban sus micrófonos. El CNIG ha actuado en estos incidentes con el fin de aportar a la erradicación de la violencia política.  

Otra muestra de ello es que en el año 2019 la Defensoría del Pueblo, junto con organizaciones de mujeres, inició un proceso de defensa del principio de paridad en las vicealcaldías del país como garantía del derecho a la igualdad material.  En este sentido, es necesario recordar que el Artículo 167 de la Ley Orgánica Electoral determina que “en todos los casos de designación de vicealcalde o vicealcaldesa, cualquiera sea la circunstancia, se respetará el principio de paridad, eligiendo entre los concejales a un hombre en caso de que la primera autoridad de la alcaldía sea mujer o a una mujer, en caso que sea hombre.”

En estos procesos se observó que, en la actualidad, en su mayoría son hombres quienes ejercen el cargo de alcaldes (91,9%), si se contemplara el principio de paridad de género estipulado en la normativa, debería haber un número similar de Vicealcaldesas, sin embargo, esto no se ha cumplido. 

En este caso el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG), en los procesos jurisdiccionales de acciones de protección interpuestas por la Defensoría del Pueblo, presentó varios AmicusCuriae en los cuales se protegía el derecho a la seguridad jurídica, respecto del principio de igualdad y no discriminación con enfoque de paridad de género en la participación política de las personas.  

Además, desde el CNIG se han realizado varias acciones para garantizar la participación de las mujeres y personas LGBTI, en entornos libres de discriminación y violencia, como las que se detallan a continuación:

· Campaña #Mujeres, Elecciones, Igualdad, difusión en redes institucionales de mensajes y videos referentes a participación política, encabezamiento de listas, violencia política e inhabilidades para candidaturas. 

· Envío de Comunicados a 141 Organizaciones Políticas, 285 Organizaciones de Mujeres y Sociales y 233 Medios de Comunicación y periodistas, exhortando a un proceso electoral libre de violencia política que garantice la participación política de las mujeres y se vigile el cumplimiento de las inhabilidades para la inscripción de candidaturas. Estos comunicados se remitieron también a otras instituciones como la Presidencia de la República, Vicepresidencia de la República, Consejo Nacional Electoral, Consejo de la Judicatura, Fiscalía General del Estado, Tribunal Contencioso Electoral, Defensoría Pública, Defensoría del Pueblo, Ministro de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana y Secretaria de Derechos Humanos. 

· Observación electoral al proceso de Elecciones Generales 2021. La actividad de observación electoral desarrollada por el CNIG, en el marco de sus competencias, se la realizó durante la primera y segunda vuelta de las elecciones 2021. Se remitieron dos informes preliminares de observación y uno final de todo el proceso donde se detalla lo realizado.   

La Secretaría de Derechos Humanos, con base a la implementación de la Ley para Prevenir y Erradicar la violencia contra las mujeres, cuyo objeto primordial es prevenir y erradicar todo tipo de violencia contra las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores, en toda su diversidad, en los ámbitos público y privado, en especial, cuando se encuentran en múltiples situaciones de vulnerabilidad o de riesgo, realiza un importante trabajo en el ámbito de aplicación de la ley, con el afán de permitir que las mujeres puedan acceder a espacios de toma de decisiones, de liderazgo y transformación de patrones socioculturales. La participación de las mujeres en la toma de decisiones plantea el fortalecimiento de las organizaciones de defensa de derechos de las mujeres y su incidencia en la toma de decisiones y veeduría en el cumplimiento de derechos de las mujeres, además de fortalecer los vínculos entre Estado, organizaciones de la sociedad civil y el sector privado para la promoción de derechos de las mujeres y así garantizar la participación política de las mujeres en cargos de elección popular y cargos directivos en las distintas funciones del Estado a nivel central y local. 

En cumplimiento de las obligaciones internacionales, la Secretaría de Derechos Humanos ha incorporado el enfoque de género en la articulación con las instituciones obligadas a cumplir con las reparaciones, especialmente, a víctimas de violencia género. Dentro del marco de la justicia de transición, en respeto de las obligaciones jurídicas internacionales, se ha considerado como ejemplo el Acuerdo de Solución Amistosa No. 61/13, Caso N° 12.631, Ref. Karina Montenegro y otras, suscrito entre el Ecuador y cinco mujeres víctimas de vulneraciones de derechos humanos establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; y, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).

Del relato fáctico de los hechos se desprende que cinco mujeres en los años 2002 y 2003, fueron detenidas de forma ilegal y arbitraria, cuatro de ellas se encontraban en estado de gestación y la quinta era una persona de la tercera edad; las víctimas tuvieron que llevar su embarazo y dar a luz enfrentándose a las condiciones carcelarias mientras que la mayor adulta sufrió afectación en su salud mental. La legislación interna establece que las mujeres embarazadas y personas mayores de 65 años no pueden ser privadas de libertad, por lo que las autoridades debieron sustituir la prisión preventiva por el arresto domiciliario.

En el presente caso, las mujeres embarazadas que fueron privadas de la libertad no contaron con la protección prioritaria del Estado, ni fueron reconocidas como un grupo vulnerable con necesidades específicas, considerando que el Centro de Rehabilitación Social no es lugar idóneo para el desarrollo de ningún embarazo, ni para la estadía de personas de la tercera edad.

Las medidas de reparación impuestas por la CIDH dentro del Acuerdo de Solución Amistosa, incluyen la atención médica, capacitaciones a funcionarios públicos, dotación de insumos que garanticen el arresto domiciliario, creación de programas para la atención médica de mujeres embarazadas, hijos y personas de la tercera edad, dentro  del sistema de rehabilitación social; para lo cual, el Estado a través de sus entidades competentes, ha coordinado, adecuado y ejecutado dentro del marco constitucional garantista de derechos humanos, alternativas individuales de acuerdo a la realidad y expectativa de las víctimas, en aras de garantizar la no repetición de acciones de discriminación, protección de derechos humanos, la justicia, la paz, la prevención de futuras vulneraciones y la reparación integral.

Respecto a las actividades relativas a cooperación internacional e interinstitucional, la Fiscalía General del Estado en su calidad de Autoridad Central en materia de Asistencia Legal Mutua, participa en todas las Redes, Comisiones y Grupos de Trabajo de diferentes foros regionales y programas de cooperación internacional, como la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos (AIAMP), Reunión Especializada de Ministerios Públicos de Mercosur (REMPM), Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB) y otros, a través de funcionarios designados como Puntos de Contacto Institucional que cuentan con experticia en la materia que representan, con la finalidad de viabilizar la cooperación penal internacional bajo las mejores prácticas y políticas regionales e internacionales.  Es preciso indicar que la Fiscalía ecuatoriana ha tenido una participación destacada en la Red Especializada en Temas de Género; en el Grupo sobre Atención y Protección a Víctimas y Testigos; y en la Red contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes; participaciones que han incidido en el posicionamiento institucional en la región.

Por su parte, el Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) ha identificado los siguientes ejemplos y resultados de procesos de justicia de transición

· Elaboración e implementación de la Política Intersectorial de Prevención de Embarazo en Niñas y Adolescentes – PIPENA.
· Redacción y difusión del Protocolo de Atención a personas LGBTI en los Servicios MIES.
· Transversalización del enfoque de prevención de violencias y discriminación en el MIES. 
· Atención directa a niñas y adolescentes sobrevivientes de violencia sexual, entre ellas, víctimas de explotación sexual comercial. 

· Formación continua a equipos técnicos de MIES, a nivel nacional, en referencia a procesos llevados cabo. 

· Participación en mesas técnicas itinerantes enfocadas hacia la prevención de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, internet segura, explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes, entre otras. 

En materia de derechos e igualdad intergeneracional, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional informa lo siguiente sobre los ejemplos y resultados de procesos de justicia de transición con perspectiva de género:

· Fortalecimiento de las Juntas Cantonales de Protección de Derechos: Con el fin de contribuir al fortalecimiento de las Juntas Cantonales de Protección de Derechos (JCPD), el CNII realizó cuatro conversatorios, con la participación de ponentes, expertos nacionales e internacionales en temas de derechos de la Academia, sector público, Gobiernos Autónomos Municipales y sociedad civil, a los cuales asistieron aproximadamente 700 personas en cada uno de los eventos. 

No.

Tema

Fecha

1er Conversatorio

Alcance de las medidas de protección.

21 de julio de 2020.

2do Conversatorio

Conformación y funcionamiento de las JCPD: una mirada multidisciplinaria.

18 de agosto de 2020.

3ro Conversatorio

Debido proceso y motivación de las resoluciones emitidas por las JCPD.

22 de septiembre de 2020.

4to Conversatorio

Activación de los sistemas locales de protección y seguimiento a las medidas de protección dispuestas por las JCPD, obligatoriedad de su cumplimiento.

20 de octubre de 2020.

· El Código de la Niñez y Adolescencia: Este instrumento dedica un capítulo sobre los derechos de participación, especialmente el derecho a ser consultados en los asuntos que les afecten, por otra parte “el Estado garantizará y fomentará el ejercicio de este derecho, principalmente en materia de asociaciones estudiantiles, culturales, deportivas, laborales y comunitarias.” En este sentido, el CNII realiza consultas a las integrantes de los Consejos Consultivos sobre diversos temas, como mecanismo de empoderamiento para la toma de decisiones. 
· Consulta a niñas, niños y adolescentes de los Consejos Consultivos sobre prevención y erradicación de la violencia sexual en el ámbito educativo: El objetivo de la consulta fue Informar a las niñas, niños y adolescentes del consejo consultivo nacional y de los consejos consultivos cantonales sobre qué es la violencia, los tipos de violencia y un caso específico de violencia sexual; y consultar a las niñas, niños y adolescentes sobre ésta problemática y cuáles son las acciones que proponen para prevenir y erradicar la violencia sexual en el ámbito educativo. En el proceso de consulta participaron 217 niñas/adolescentes y 167 niños/adolescentes entre 7 a 17 años (total 384) que son miembros del Consejo Nacional e integrantes de 73 consejos consultivos cantonales.

· Consulta a niñas, niños y adolescentes de los consejos consultivos sobre el Plan Nacional de Protección Integral de Niñez y Adolescencia al 2030: Informar a las niñas, niños y adolescentes del consejo consultivo nacional y de los consejos consultivos cantonales sobre el Plan Nacional de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia al 2030 y consultar a las niñas, niños y adolescentes sobre las problemáticas que afectan el ejercicio de sus derechos y cuáles son sus propuestas frente a estas problemáticas.

· Consulta a las y los jóvenes del Consejo Consultivo Nacional sobre las “30 recomendaciones de políticas públicas para el desarrollo de las juventudes 2021 – 2030”: Se desarrolló la consulta de cómo se deberían implementar las líneas de acción propuestas para las “30 recomendaciones de políticas públicas para el desarrollo de las juventudes 2021 - 2030”. En el proceso de consulta participaron 16 jóvenes del Consejo Consultivo Nacional, representantes de     las provincias de Sucumbíos, Santa Elena, Guayas, Napo, Pastaza, Esmeraldas, Loja y Manabí.

· Aportes al proyecto de ley orgánica de la juventud generados en los encuentos de jóvenes realizados a nivel zonal: El objetivo fue socializar el Proyecto de Ley Orgánica de la Juventud que actualmente se encuentra en tratamiento por parte de la Comisión de Garantías Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos Colectivos y la Interculturalidad (CGCDHCI) y receptar aportes de los sujetos de derechos. Se registró la participación de 302 personas, entre 12 a 37 años de edad, miembros de los consejos consultivos cantonales de jóvenes, del consejo consultivo nacional de jóvenes, de organizaciones sociales a nivel cantonal y nacional.

4: Desafíos y experiencias exitosas en la mejora de los vínculos entre la justicia de transición, paz y desarrollo, y el aumento de la cooperación efectiva entre las partes interesadas en los ámbitos de políticas relacionadas.

La Secretaría de Derechos Humanos, según mandato de la Ley Orgánica integral para Prevenir y Erradicar la violencia contra las Mujeres (LOIPEVM), como experiencia en la mejora de los vínculos de justicia a nivel nacional, está a cargo del avance en el desarrollo del Registro Único de Violencia (RUV) en coordinación con el Ministerio de Gobierno (MDG) y el Consejo de la Judicatura del Ecuador (CJ). 

El Registro Único de Violencia (RUV) es un registro de datos e información de actos, atenciones e intervenciones a mujeres víctimas de violencia basada en género, el cual contiene información homologada, geo-referenciada, procesada y actualizada, generada por las entidades del Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, la misma que servirá para la caracterización de la problemática, así como para la planificación y  puesta en marcha de políticas y estrategias que refuercen la prevención y la erradicación de la violencia contra las mujeres.

En la actualidad, y por efecto de la exigencia establecida en la LOIPEVCM, el Consejo de la Judicatura, el Ministerio de Gobierno y la Secretaría de Derechos Humanos, se encuentran trabajando en el documento del marco conceptual y metodológico que será entregado como insumo para el inicio de la consultoría contratada por la Iniciativa Spotlight. En el mes de octubre del 2021, se espera que la consultora ganadora empiece a desarrollar la primera fase del sistema RUV, el cual deberá estar listo en aproximadamente 8 meses. Además, la Secretaría de Derechos Humanos ha gestionado la creación de un sistema que permita automatizar, gestionar y dar seguimiento a las atenciones que presta como parte de sus servicios.  

Actualmente se cuenta con el Sistema Informático denominado: “Alexandra”, para el registro de la Matriz Integral de Atenciones de los Servicios de Protección Integral (SPI); de las Casas de Acogida y de los Centros de Atención, misma que se encuentra activa y que servirá para el ingreso de datos de atención a las víctimas directas e indirectas y sobrevivientes de violencia a nivel nacional.

El estado ecuatoriano ha ejecutado las siguientes acciones:

· Coordinación de reuniones interinstitucionales para abordar el avance en el cumplimiento de las medidas de reparación dispuestas.

· Coordinación de reuniones con los representantes legales de las víctimas para realizar una implementación concertada de las medidas de reparación.

· Coordinación de la medida de atención médica con el Ministerio de Salud Pública.

· Compensación económica.

· Coordinación de capacitaciones a operadores de justicia, Fiscalía General del Estado, miembros de la Policía Nacional

Otro caso emblema, es el de la sentencia Guzmán Albarracín. En el año 2001, la adolescente Paola Del Rosario Guzmán Albarracín que en ese entonces cursaba el segundo año de educación básica, fue violentada sexualmente por el vicerrector de la institución. Como consecuencia de este acontecimiento, el 13 de diciembre de 2002, Paola Guzmán se suicidó. El 24 de junio del 2020, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dictó sentencia sobre el caso de Guzmán Albarracín y otras vs Ecuador. La sentencia dictaminó que el Estado ecuatoriano tiene responsabilidad internacional por la violación de los derechos a la vida, a la integridad personal, a la protección de la honra y de la dignidad, a la educación, a las garantías judiciales, a la protección judicial, en perjuicio de las víctimas; Paola del Rosario Guzmán Albarracín, Petita Paulina Albarracín Albán y Denisse Selena Guzmán Albarracín.

A raíz de la sentencia, la Secretaría de Derechos Humanos en el marco de sus atribuciones legales, el 28 de agosto del 2020, convocó a reunión preliminar para la coordinación del cumplimiento de las medidas de reparación dictadas por la Corte IDH. Las instituciones participantes a la reunión, acordaron adoptar acciones inmediatas para el cumplimiento de las medidas. Como efecto de la reunión, se acordó crear una Mesa Interinstitucional para la construcción de una política integral para la prevención y la erradicación de la violencia sexual en el ámbito educativo.

Las principales acciones fueron:

· Coordinación de reuniones interinstitucionales para abordar el avance en el cumplimiento de las medidas de reparación dispuestas.

· Coordinación de reuniones con las abogadas representantes de las víctimas para realizar una implementación concertada de las medidas de reparación.

· Coordinación de la medida de atención médica con el Ministerio de Salud Pública.

· Coordinación con el Ministerio de Educación y con el Registro Oficial las publicaciones dispuestas por la Corte IDH.

· Coordinación de del acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional mismo que se llevó a cabo el 09 de diciembre de 2020.

· Coordinación de del otorgamiento, en forma póstuma, del grado de Bachiller a Paola Guzmán Albarracín.

· Coordinación de la declaración de un día oficial de lucha contra la violencia sexual en el ámbito educativo.

· Se gestionó y efectivizó los pagos dispuestos en la sentencia.

Se continúa desarrollando, semanalmente, la mesa interinstitucional conformada por diferentes Carteras de Estado para la implementación de la medida 11 de la sentencia.
Por otro lado, la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana (DDHPC) de la Fiscalía General del Estado, sobre la base de las disposiciones establecidas en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos, tiene la misión de promover y difundir el respeto de los derechos humanos en la investigación pre procesal y procesal penal; así como la investigación de violaciones a los mismos en el territorio nacional. En ese sentido, esta Dirección tiene una naturaleza mixta, parte misional y parte administrativa; por lo cual lleva a cabo la investigación fiscal de casos relativos a violaciones de derechos humanos, y; además, ejecuta actividades que promueven la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos en las investigaciones, realiza seguimiento técnico jurídico de casos concernientes a su misión estatutaria, emite directrices orientativas aplicadas a investigaciones sobre derechos humanos a escala nacional, entre otros. El desarrollo de estas actividades se expone a continuación: 

· 1: Investigación de casos relativos a graves violaciones de derechos humanos:  

Previo al retorno a la democracia, en 1979; el Ecuador ha sido un país que no ha registrado conflictos armados con el umbral prescrito en los protocolos de Ginebra. Esto no quiere decir que no se hayan producido períodos con distintos niveles de violencia en los cuales se han cometido graves violaciones a los Derechos Humanos. En efecto, entre 1984 y 1988, se registraron eventos violentos que han motivado la creación de una Comisión de la Verdad (Dirección de Derechos Humanos desde el año 2018). 

Dentro de la Fiscalía General del Estado, la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana tiene como función principal la investigación de los casos denunciados en el Informe de la Comisión de la Verdad denominado “Sin Verdad, no hay justicia”. Inicialmente, estas investigaciones correspondían a 136 casos, pero dada la necesidad de investigar violaciones a los derechos humanos ocurridos fuera del periodo de análisis del informe señalado (1984 – 2008) que siguen denunciándose, se decidió ampliar su ámbito de acción, y actualmente se realizan investigaciones de 242 casos en 7 fiscalías a nivel nacional (6 fiscalías en Quito y 1 fiscalía en Cuenca). 

Gráfico # 1
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Fuente: Fiscalías de Derechos Humanos y Participación Ciudadana
En lo que concierne a los casos incluidos en el Informe de la Comisión de la Verdad, se desagregan un total de 157 casos clasificados en tres categorías. Existen 119 casos que se encuentran desarrollados en el Informe “Sin Verdad No Hay Justicia”; 2 casos especiales, que así los consideraron en el propio Informe por su particularidad y 36 casos documentales, que por la imposibilidad de tomar contacto con las víctimas no fue posible ampliar ni ahondar en su contenido.

El gráfico # 2 muestra que la DDHPC tiene 85 casos adicionales a dicho informe.

Gráfico # 2
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Fuente: Fiscalías de Derechos Humanos y Participación Ciudadana

Por cuanto los casos señalados en el informe de la Comisión de la Verdad responden a un proceso de justicia transicional, la Dirección ha emprendido un proceso de acumulación de causas que respondan a la misma estructura de Estado. Esta estrategia está basada en la experiencia regional, principalmente de Argentina, para judicializar los casos de manera eficaz. Esta estrategia fue conocida como “Megacausa”.

· Casos judicializados

A continuación se enlistan los casos judicializados (aquellos que han alcanzado instrucción fiscal), y se detalla su estado procesal actual:  

#

AÑO

CASO

TPO DE DELITO

FECHA

ESTADO PROCESAL

1

1998

José Luis Lema y otros

Grave Violación por Tortura, Privación ilegal y Violencia Sexual

2015

Sentencia

2

2003

González y otros (por ejecución)

Grave Violación por Ejecución Extrajudicial

2014

Sentencia

3

2002

Damián Peña

Grave Violación por  Ejecución Extrajudicial

2015

Investigación por declaración de nulidad

4

1992

Zoila Amada Suárez

Grave Violación por  Ejecución Extrajudicial

2016

Auto de llamamiento a juicio

5

2011

Micheal Arce

Delito de Odio

2016

Sentencia

6

1985

Luis Vaca y Susana Cajas

Lesa Humanidad por Privación ilegal, tortura y violencia sexual

2016

Auto de llamamiento a juicio

7

1985

Javier Jarrín

Lesa Humanidad por Privación ilegal y tortura

2016

Auto de llamamiento a juicio

8

1986

Arturo Jarrín

Lesa Humanidad por Privación ilegal, tortura y ejecución extrajudicial

2016

Auto de llamamiento a juicio

9

2006

Benito Bonilla

Grave Violación por  Ejecución Extrajudicial

2014

Sentencia

10

2010

Carlos Samaniego

Desestimación

2016

Desestimado

11

2003

González y otros (por desaparición)

Grave Violación por desaparición forzada

2016

Auto de llamamiento a juicio

12

1985

Cañola

Grave Violación por privación ilegal y ejecución extrajudicial.

2016

Sentencia (pendiente audiencia de casación)

13

2014

Angelo Alexander Ayol Barros

Tortura

2016

Sentencia

14

1984

Mario Muñoz

Detención Legal y tortura

2011

Desestimación

15

2016

Caso Turi

Tortura

2018

Sentencia

16

2013

Tagaeri, Woarani, taromenani

Homicidio

2018

Sentencia

17

2015

Laz Jama

Privación ilegal y arbitraria de la libertad y torturas y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes

2020

Pendiente convocatoria de audiencia preparatoria de juicio

18

1994

Amparo constante

Detención y Tortura

2021

Llamamiento a juicio

19

1990

Gilberto Tapia

Ejecución Extrajudicial

2021

Pendiente audiencia preparatoria de juicio

20

2010

Aldo Zambrano

Tentativa de Ejecución

2021

Instrucción fiscal

Se resalta que durante el transcurso del año 2020 se judicializaron 3 casos: Laz Jama, Amparo Constante Merizalde y Caso Waos. Asimismo, durante el 2021 se judicializaron 2 casos: caso Luis Tápia y caso Aldo Zambrano; cifras que resultan significativas con relación a años precedentes. Estos resultados se obtuvieron a pesar de la coyuntura de emergencia sanitaria y la notificación de cambio de fiscales en los despachos, factores que significaron un retraso no contemplado para los impulsos de las investigaciones. 

· 2: Ejecución de actividades ejecutadas por la DDHPC, de carácter no investigativo, relativas a la promoción y protección de derechos humanos

· Seguimiento técnico jurídico de casos: desde el año 2012, sobre la base de las atribuciones establecidas en el Estatuto vigente a esa época, la Dirección ha realizado seguimiento y asesoría técnica jurídica de investigaciones relativas a violaciones a los derechos humanos. En un primer momento, estas se referían únicamente a investigaciones de delitos de lesa humanidad y de delitos constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos correspondientes al Informe de la Comisión de la Verdad, “Sin verdad, no hay Justicia”, cuyos casos se investigaban únicamente por las fiscalías adscritas a la Dirección. Posteriormente, el trabajo se amplió para asesorar en cualquier conducta que encaje en los delitos señalados, independientemente del tiempo de su comisión y pese a que dichos casos no se encuentren en una fiscalía especializada en derechos humanos. Como se señaló previamente, a la fecha la DDHPC cuenta con un total de 242 casos que están siendo investigados y distribuidos entre 7 despachos. Adicionalmente, se debe considerar que la Dirección realiza seguimiento técnico jurídico a diversos casos asignados a agentes fiscales externos, en distintas provincias del país; mismos que se dividen de la siguiente forma: 50 casos relativos a graves violaciones de derechos humanos y 26 casos que involucran a personas privadas de la libertad en diferentes centros de rehabilitación social. 

· Detalle de casos ante organismos internacionales de derechos humanos: A través de la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana se canalizan las recomendaciones, observaciones, sentencias y demás obligaciones internacionales de derechos humanos adquiridas por el Estado, dentro del marco de las competencias y atribuciones de la Fiscalía General del Estado. En ese sentido, la mayoría de los casos que se encuentran en litigio en instancias internacionales también se investigan en las Fiscalías de la DDHPC, además de los casos contenidos en el informe de Comisión de la Verdad.   Son 60 casos que están en fase de investigación previa, sobre los que periódicamente se ha informado de avances a los organismos internacionales correspondientes a través de las instituciones estatales que interactúan con dichos organismos.   

DISTRIBUCIÓN DE CASOS EN EL SIDH
ETAPA
CANTIDAD DE CASOS
Admisibilidad
16
Informe de Fondo
8
Sentencia
7
Solución amistosa
29
TOTAL
60
Por otro lado, existen 5 casos que se encuentran bajo supervisión y control de los Comités del Sistema Universal de Naciones Unidas. De estos 5 casos, 3 son investigados por agentes fiscales de la DDHPC y 2 se encuentran en otras provincias. Adicionalmente, de los 5 casos, 2 se encuentran en el SIDH. Los sistemas de protección internacionales se complementan unos a otros, es así que existen algunos casos que se encuentran en más de uno, dependiendo de las acciones impulsadas por las víctimas en cada caso.

· Promoción de capacitaciones en materia de derechos humanos: la Fiscalía General del Estado, a través de la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana y la Dirección de Capacitación y Fortalecimiento Misional, ha llevado a cabo diversos programas de educación continua para los servidores y servidoras de la institución, en temas relativos a derechos humanos. Adjunto a este informe se encuentra el anexo con la información detallada (ANEXO 1).

· Directrices sobre la aplicación de estándares internacionales de derechos humanos aplicados a investigaciones pre procesales y procesales penales: La Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana ha emitido, desde el año 2019, las siguientes directrices orientativas, dirigidas a fiscales a escala nacional, sobre la base de las disposiciones de instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, tanto de tratados como de jurisprudencia internacional, las directrices son las siguientes: 

· Directrices para la aplicación de estándares internacionales de derechos humanos en investigaciones que se desarrollen dentro de contextos de protesta social,

· Directrices para la implementación de estándares internacionales en derechos humanos en la investigación pre procesal y procesal penal de hechos relativos al delito de tortura,

· Directrices ampliadas para investigar delitos de discriminación y actos de odio,

· Directrices para la aplicación del modelo de Protocolo Latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio); guías para investigaciones y solicitudes de medidas de reparación integral para casos de femicidios,

· Directrices básicas para garantizar el acceso al servicio de justicia,

· Directrices básicas para la debida diligencia en investigaciones de violencia de género,

· Directriz de investigación de delitos de odio y discriminación, 

· Directrices sobre la aplicación de instrumentos internacionales en la investigación pre procesal y procesal penal sobre infracciones cometidas en contra de personas defensoras de los derechos humanos,

· Directrices sobre estándares internacionales para la prevención, sanción y erradicación de la violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes en el ámbito educativo. 

Todas las directrices enunciadas se encuentran publicadas en el portal web de la Fiscalía General del Estado:  https://www.fiscalia.gob.ec/directrices-institucionales-sobre-derechos-humanos-y-genero/
Como se menciona a lo largo de este informe, el CNIG no tiene incidencia directa en procesos de justicia de transición, sin embargo, en el marco de sus funciones mantiene espacios de participación y diálogo con las/os titulares de derecho.  

En este contexto se menciona que el Estado ecuatoriano, con el propósito de promover una real participación de la ciudadanía en todo el ciclo de la política pública, cuenta con la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, dentro de la cual se encuentra un cúmulo de mecanismos de participación que aseguran un legítimo involucramiento de los ciudadanos en la gestión, planificación, diseño, promoción y evaluación de políticas públicas de carácter nacional y local. 

La generación de espacios de participación ciudadana conlleva, por un lado, a la promoción de un entorno adecuado que asegure una participación libre, activa e informada; y, por otro lado, el fortalecimiento de las capacidades de la población, en particular grupos tradicionalmente excluidos, marginados y discriminados, para que esa participación sea efectiva, incluyente y tenga una incidencia real en la toma de decisiones. 

La participación ciudadana tiene un efecto expansivo en todos los niveles del Estado. Las instancias de participación son espacios conformados por: autoridades electas, representantes del régimen dependiente y representantes de la sociedad en el ámbito territorial de cada nivel de gobierno. Para la implementación de una participación activa se aplican mecanismos, procedimientos e instancias, como: 

· Las audiencias públicas, 

· Cabildos populares, 

· Silla vacía, Veedurías

· Observatorios 

· Consejos Consultivos 

· Consulta Previa y Ambiental 

· Elaboración de presupuestos participativos 

· Rendición de Cuentas 

· Consejos de Planificación

Por su parte el Consejo Nacional para la Igualdad de Género conformó una instancia de participación que es el Consejo Consultivo Ad-Hoc, con el objetivo de elaborar los reglamentos para la conformación del Consejo Consultivo de Mujeres y el Consejo Consultivo LGBTI+. 

Actualmente, el CNIG se encuentra realizando las acciones necesarias previas a la convocatoria para la conformación de los Consejos Consultivos.  El reglamento del Consejo Consultivo tanto de mujeres como el de personas LGBTI establece acciones afirmativas para lograr la representatividad, considerando criterios geográficos, de pueblos y nacionalidades, generacionales, de movilidad humana, discapacidades, entre otros, así como el enfoque interseccional.

En otro orden de ideas, y como se ha mencionado con anterioridad, el Ecuador cuenta con la Agenda Nacional para la Igualdad de las Mujeres y personas LGBTI (ANIG) 2018-2021, este instrumento de planificación nacional, la cual se alineó al Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 y a la Agenda 2030 de Objetivos de Desarrollo Sostenible; contiene 3 macro ejes, 9 temáticas y varias políticas elaboradas por el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG), que guían al Estado para la garantía de derechos humanos de las niñas, mujeres y personas LGBTI. Se trata de la estrategia macro para transversalizar el principio de igualdad y no discriminación en razón de género. 

Para la construcción de la ANIG se establecen varios diálogos políticos con los y las titulares de derechos, para recoger sus demandas específicas, este es un proceso participativo que integra a las mujeres y personas LGBTI+ en su diversidad. El resultado de esta acción es un documento que esquematiza estas demandas en líneas de acción que serán implementadas por  los entes rectores y ejecutores de las políticas públicas.   

La Agenda vigente se organiza en los siguientes ejes y políticas: Eje 1: Autonomía y Cultura de Paz, que incluye las políticas referentes a: Una vida libre de violencia; Educación y conocimiento; Salud, derechos sexuales y reproductivos; Deporte y recreación.  Eje 2: Sostenibilidad de la Vida, que contiene las políticas: Cuidado humano, reproducción y sostenibilidad de la vida; Producción y empleo; Ambiente. Eje 3: Liderazgo y trasformación de patrones socio culturales con las políticas: Participación y toma de decisiones; Cultura, comunicación y arte. 

Este instrumento se actualiza cada 4 años.  Cuenta con un diagnóstico de la situación de las mujeres y personas LGBTI+, el avance de la política pública y, recoge las demandas de la sociedad civil.  

La ANIG integra a las mujeres pertenecientes a pueblos y nacionalidades, mujeres con discapacidad, mujeres adultas mayores, en situación de movilidad, mujeres del área urbana y rural, tanto en el diagnóstico de situación como en los lineamientos de política pública.

El reto para el Consejo Nacional para la Igualdad de Género es construir la nueva Agenda Nacional para la Igualdad de Género 2022-2025 y que se amplíen los diálogos participativos para su construcción, de manera que se recojan con mayor precisión las demandas de las mujeres y personas LGBTI+ en su diversidad y fortalecer los procesos de asesoría técnica, de forma que estás políticas puedan implementarse efectivamente. 
En cuanto a los vínculos para cooperación con otras instituciones relacionadas, se debe destacar la participación de la Corte Nacional de Justicia en la Comisión Mixta de Acceso a la Justicia, además de otras formas de cooperación directa con Fiscalía General del Estado, Procuraduría General del Estado, Defensoría Pública, Consejo de la Judicatura, Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, como también de ONGs.

La cooperación como organismos internacionales de la propia Naciones Unidas; UNODC, con la Unión Europea a través del programa PACCTO; la 

En materia de derechos e igualdad intergeneracional, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional informa lo siguiente sobre los desafíos y experiencias exitosas en la mejora de los vínculos entre la justicia de transición, paz y desarrollo:

· Diagnóstico de 500 instituciones de los sistemas locales de protección de los grupos generacionales diagnosticadas: Como una acción de observancia a la acción de los gobiernos autónomos descentralizados en relación con sus responsabilidades frente a los sistemas locales de protección de derechos, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional conjuntamente con el Ministerio de Inclusión Económica y Social y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, levantó información sobre la situación del sistema de protección de derechos a nivel nacional y en territorio, que tuvo como objetivo realizar un diagnóstico sobre el estado actual y funcionamiento, específicamente de Consejos Cantonales de Protección de Derechos (CCPD), Juntas Cantonales de Protección de Derechos (JCPD), Consejos Consultivos Cantonales y Defensorías Comunitarias; con la finalidad de formular propuestas para su fortalecimiento en los ámbitos de normativas, administración de medidas de protección y gestión.
· Informe de la sistematización de experiencias exitosas de funcionamiento de los sistemas locales de protección de derechos: El CNII a fin de recuperar y sistematizar las experiencias exitosas de funcionamiento del sistema nacional de protección de derechos en los cantones y recolectar los aprendizajes de técnicos y técnicas nacionales del CNII en territorio, con la primera intención de incorporarla a la propuesta de Decreto ejecutivo sobre el modelo del funcionamiento del Sistema de Protección de Derechos y de la Ordenanza. El proceso de indagación fue inductivo a través del análisis de las respuestas de técnicos y técnicas sobre alternativas para un mejor funcionamiento del Sistema de Protección. Se considera una experiencia exitosa cuando la situación atendida por el sistema tiene resultados positivos de atención y restitución de derechos, el período de respuesta también se convierte en un indicador del éxito. La recolección de las treinta y nueve experiencias se realizó desde el 19 al 27 de marzo del 2020.

· Informe a las políticas públicas para erradicar el trabajo infantil: En el proceso de observancia se identificaron logros, avances y desafíos de la política pública, normativa, servicios sociales, institucionalidad y recursos humanos necesarios para prevenir, disminuir y erradicar el trabajo infantil en el país, lo que permitió elaborar recomendaciones de manera conjunta para el mejoramiento de mecanismos de protección, servicios de atención, programas y estrategias de implementación de la política pública e incidencia en las instituciones del Estado con el objetivo de asegurar el ejercicio de derechos, el desarrollo integral y la protección especial frente a la amenaza o vulneración de derechos de niñas, niños y adolescentes.

· Proceso de observancia a la aplicación de los “Protocolos de actuación frente a situaciones de violencia detectadas o cometidas en el sistema educativo”: En cumplimiento de las atribuciones asignadas relacionadas con la observancia de política pública, a efecto de contribuir con el aseguramiento del ejercicio de derechos y del principio de igualdad y no discriminación en la gestión del Estado y en un trabajo articulado con el Ministerio de Educación (MINEDUC), el CNII inició en el año 2019 el proceso de observancia a la aplicación de los “Protocolos de actuación frente a situaciones de violencia detectadas o cometidas en el sistema educativo”, el mismo que se presentó oficialmente en  mes de agosto de 2021. Este proceso cumple con la política de Estado sobre la Protección Integral de la niñez y adolescencia y busca aunar esfuerzos para la garantía y protección de dichos sujetos de derechos. Así también, se enmarca en las políticas públicas definidas en la Agenda Nacional para la igualdad intergeneracional (ANII) y las recomendaciones de la “Comisión especializada ocasional de la Asamblea Nacional Aampetra, nunca más”.

· Informe de Observancia al Proceso de articulación local en el Cantón Cotacachi: El mismo que se socializó el 22 de septiembre de 2020, con el fin de entregar a las instituciones locales del cantón Cotacachi recomendaciones frente a las políticas públicas, aplicación de rutas y protocolos de actuación, para su fortalecimiento. Este procedo devenido de un trabajo conjunto entre los Consejos Nacionales para la Igualdad Intergeneracional, de Género y de Pueblos y Nacionalidades, con el apoyo de la Secretaría de Derechos Humanos.

· Actualización del Informe de observancia sobre la situación de los adolescentes en conflicto con la ley: Mediante un trabajo conjunto entre el CNII, la Defensoría del Pueblo (DPE) y la Fundación Tierra de Hombres, se ha realizado levantamiento de información en los Centros de Adolescentes Infractores (CAI) para realizar la actualización del Informe de observancia sobre la situación de los adolescentes en conflicto con la ley, y emitir recomendaciones para el Estado. 

· Elaboración de informe de observancia e “Informe Nacional de Observancia de la situación de NNA venezolanos en movilidad humana en Ecuador”: Con la finalidad de definir recomendaciones para fortalecer los procesos de participación de jóvenes y para la mejor implementación de las disposiciones de la ley.

· Informe de observancia sobre la participación de jóvenes en dignidades de elección popular en los comicios electorales 2021: En coordinación con el Consejo Nacional Electoral, con la finalidad de definir recomendaciones para fortalecer los procesos de participación de jóvenes y para la mejor implementación de las disposiciones de la ley.

· Proceso de observación a la ejecución de los comicios electorales 2021: En coordinación con el Consejo Nacional Electoral y los Consejos Nacionales para la Igualdad de Género, Movilidad Humana y Discapacidades, con el fin de elaborar un informe de novedades y cumplimiento de las disposiciones para este proceso.

· Levantamiento de información de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos: En coordinación con los Consejos Cantonales y Metropolitanos de Protección de Derechos, para la Construcción del Informe de Observancia sobre el cumplimiento de los Gobiernos Autónomos Descentralizados respecto de las disposiciones de la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores, con la finalidad de proponer recomendaciones para el cumplimiento de la ley y la protección de sus derechos.

5: Información relativa a otros aspectos del mandato establecido en la resolución 42/17, incluida la relativa a la situación y las perspectivas de las mujeres, los jóvenes, los niños, las personas mayores, las personas con discapacidad, así como otras dimensiones pertinentes de género e interseccionales.
Referente a otros aspectos del mandato establecido en la resolución 42/17, en el referido documento se determina lo siguiente: “8. La necesidad de impartir capacitación en materia de derechos humanos que tenga en cuenta las cuestiones de género en el contexto de la justicia de transición a todos los actores nacionales pertinentes…”. En este sentido, la Subsecretaría de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, a través del Plan Nacional de edu-comunicación, desde el 2020 (y continúa en el 2021 de manera permanente y a nivel nacional) ha llevado a cabo varias capacitaciones en alianza con otras instituciones del Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra la Mujer, así como ONG´s, agentes internacionales de cooperación internacional  (como GIZ), el Consejo Nacional de Comunicación y; GAD cantonales y provinciales, con contenidos modulares para hombres y mujeres, como los siguientes: “Instituciones Libres de Violencia contra las Mujeres con Enfoque de Género y Derechos Humanos” (contenidos libres de violencia contra las mujeres con enfoque comunicacional, género y derechos humanos); Certificación a Instituciones Seguras en colaboración con GIZ (además de certificación a funcionarios/as); el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; Barrios y comunidades libres de violencia, entre otros.
La aprobación, por parte de la administración actual, de la inclusión de la transversalización del enfoque de prevención de violencias y discriminación, es un logro que impulsa el trabajo sostenido y fundamentado en la reducción de brechas de género, priorizando principios de interseccionalidad, tal como se ha evidenciado en los productos y procesos elaborados. Además, existe el Bono para niñas, niños o adolescentes que han quedado en situación de orfandad por femicidio, por medio de una transferencia monetaria que se otorga de forma mensual a esta población específica, con el propósito de contribuir a mejorar sus condiciones de vida.

El CNIG se encuentra desarrollando un instrumento normativo para la incorporación del enfoque de género en las instituciones públicas, con el objetivo de garantizar la formulación e implementación de políticas públicas para la igualdad de género.  Este instrumento se encuentra en proceso de validación para su aprobación, puesto que se requiere que sea emitido por un medio vinculante, para asegurar su emisión y disponer su cumplimiento obligatorio.  De esta forma el CNIG, como organismo asesor de alto nivel, será el encargado de brindar la asesoría técnica necesaria a todas las instituciones del sector público para la correcta aplicación de la norma.

Por otro lado, el CNIG formuló los Lineamientos del Consejo Nacional para la Igualdad de Género frente a la crisis sanitaria, para su implementación en las instituciones del Estado. En este documento se incorpora un diagnóstico sobre la situación de las mujeres en el Ecuador para identificar los posibles efectos de la pandemia en la vida de las mujeres. Uno de los temas sobre los que este instrumento llama la atención, es la necesidad de “la inclusión de las mujeres en la toma de decisiones, respecto de las iniciativas de respuesta y la recuperación frente a la emergencia.” (CNIG: 2020).

Al respecto de la actuación transparente y lucha contra la corrupción, se informa que la Fiscalía General, mediante resolución N. 002-FGE-2017 de 11 de mayo de 2017 creó la Unidad Nacional de Transparencia y Lucha contra la Corrupción, misma que tiene como finalidad liderar de manera orgánica y estructurada, la investigación pre procesal y procesal penal de actos de corrupción, aquellos atentatorios a la trasparencia de la acción pública, así como los que por su naturaleza o especiales características perturben gravemente la paz social. Actúa con ámbito investigativo a nivel nacional y conoce noticias del delito por reasignación directa. De igual forma, mediante Resolución N. 036-FGE-2020, dispone la conformación de una fuerza de tarea multidisciplinaria, la cual conoce a escala nacional los casos derivados de actos de corrupción producidos durante el estado de emergencia sanitaria a consecuencia de la pandemia por COVID 19. 

En materia de derechos e igualdad intergeneracional, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional informa lo siguiente sobre otros aspectos del mandato establecido en la resolución 42/17, incluida la relativa a la situación y las perspectivas de los jóvenes, los niños y las personas mayores:
· Capacitación a los Operadores del Sistema de Protección de Derechos: Entre el 5 de agosto y el 27 de agosto de 2019, en un proceso en coordinación con el MIES y SDH para proponer metodología e instrumentos para el fortalecimiento de capacidades de los organismos del sistema de protección de derechos a nivel nacional, se ejecutaron un total de 221 talleres, distribuidos en 23 provincias y 218 cantones. Se organizaron 3 talleres adicionales en Quito: un taller para operadores y operadores que forman parte de los equipos técnicos del Consejo de la Judicatura; un taller con los operadores y operadoras de planta central de las instituciones que forman parte de los sistemas especializados de protección de derechos; y, un taller con las y los operadores zonales del Ministerio de Inclusión Económica y Social. Como resultados se identifica:

· 5.200 funcionarios de los sistemas locales de protección de los grupos de atención, se capacitaron en normativas y rutas y protocolos de atención y protección de derechos. Los talleres se ejecutaron entre el 5 de agosto y el 27 de agosto de 2019.
· 40 facilitadores y facilitadoras, con experiencia en protección de derechos y técnicas de facilitación. 
· Los materiales producidos para la capacitación son: Desarrollo de contenidos; Guía para facilitadoras y facilitadores; y, Cuadernillo de trabajo.
· Asistencia técnica del CNII a 158 organismos de los sistemas locales de protección de los grupos generacionales: En un proceso en coordinación con el MIES y SDH para proponer metodología e instrumentos para el fortalecimiento de capacidades de los organismos del sistema de protección de derechos a nivel nacional. Se ejecutaron un total de 221 talleres, distribuidos en 23 provincias y 218 cantones. Se organizaron 3 talleres adicionales en Quito: un taller para operadores y operadores que forman parte de los equipos técnicos del Consejo de la Judicatura; un taller con los operadores y operadoras de planta central de las instituciones que forman parte de los sistemas especializados de protección de derechos; y, un taller con las y los operadores zonales del Ministerio de Inclusión Económica y Social.
· Fortalecimiento de 4 Juntas Cantonales de protección de Derechos: A nivel nacional con un Consultor que brinda asistencia técnica en temas de Movilidad Humana. Se dio soporte en casos relacionados con niñas, niños, adolescentes y sus familias en vulneración de derechos y movilidad humana. Coordinación y asistencia técnica a las localidades para evaluar los sistemas de protección especial, en relación a CCPDS y JCPD, local en temas de Niñas, Niños y Adolescentes en movilidad humana, promoviendo la articulación interinstitucional, la aplicación de medidas de protección y de las normativas vigentes.
· Propuesta de Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra Niños, Niñas y Adolescentes: La violencia afecta los derechos de la niñez en América. El CNII se articuló con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana del Ecuador, el Instituto Interamericano del Niño, Niña y Adolescentes de la Organización de Estados Americanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Fondo de Población de las Naciones Unidas para la Infancia y otros organismos para promover la construcción de Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra Niños, Niñas y Adolescentes.
· - Aportes para la elaboración de la Observación Nro. 25 sobre los derechos del niño en relación con entorno digital del Comité de los Derechos del Niño: Los aportes se entregaron a través del Instituto Interamericano de la Niña, Niño y Adolescentes. Además, apoyamos con insumos e información para la construcción de la página web www.internetsegura.ec.

· Articulación con el Colectivo Interinstitucional ESCNNA: En cuanto a la articulación con el Colectivo Interinstitucional ESCNNA para la definición del Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial a Niñas, Niños y Adolescentes, se han realizado aportes a documentos normativos nacionales e internacionales relacionados a este tema. En el colectivo participa el Ministerio de Turismo, Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos, Ministerio de Gobierno, Ministerio de Inclusión Económica y Social, Ministerio de Educación, Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, Secretaría de Derechos Humanos, Fiscalía General del Estado, Consejo de la Judicatura, Defensoría del Pueblo, CHILDFUND, Plan Internacional, DINAPEN, Fundación Quitu Raymi y el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional.
· Metodología de Observancia: El Consejo desarrolló la metodología de observancia, como una de las atribuciones de los Consejos Nacionales para la Igualdad.  Se capacitó a los Consejos Cantonales de Protección de Derechos para que ellos como parte de sus atribuciones realicen esta actividad en sus territorios. El objetivo de la metodología es pasar de casos específicos de amenaza o violación de derechos hacia el análisis de los mecanismos institucionales de protección y la generación de recomendaciones para su perfeccionamiento; se desarrollaron talleres para 94 cantones a escala nacional con el siguiente detalle: 
· Cursos de capacitación articulados con el IIN para las y los funcionarios de los sistemas locales y nacional de protección de derechos de niñas, niños y adolescentes: Organización y ejecución de la II fase del curso semipresencial de Explotación Sexual Comercial de Niñas, Niños y Adolescentes realizado en tres seminarios virtuales del 17 al 19 de noviembre de 2020. Además, de organización y ejecución de la II fase del curso semipresencial de Prevención y Violencia y Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes construyendo entornos de paz, realizado en tres seminarios virtuales el 26 y 27 de noviembre de 2020.
· Proceso de formación Universidad de Cuenca: El CNII coordina acciones con la Universidad de Cuenca, con el fin de desarrollar acciones de formación y capacitación a los miembros de las Juntas de Protección de Derechos y operadores del sistema de protección de tres provincias: Azuay, Cañar y Zamora. Adicionalmente, se ha considerado la participación de 600 operadores del Sistema de Protección de Derechos.
· Curso de igualdad y no discriminación: Organizado por el CNII y dirigido a los funcionarios públicos de algunas instituciones del Estado, con el fin de sensibilizar y conocer la aplicación del principio de igualdad y no discriminación con enfoque intergeneracional.
· Convenio ACNUR – CNII: En el marco del Convenio que mantiene el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional con ACNUR, se han generado procesos sostenidos de capacitación en 16 provincias a nivel nacional. Se han formado a de 1.022 servidores públicos, incluyendo miembros y equipos técnicos de los sistemas locales de protección de derechos, y 668 personas de la sociedad civil. Los procesos de formación han sido sobre temas de derechos humanos, protección integral y especial de niñas, niños, y adolescentes, protección internacional, violencia basada en género, trabajo con población LGBTIQ+, entre otros. En todos los espacios se ha profundizado sobre las distintas formas de violencia contra niñas, niños, y adolescentes, con particular énfasis en violencia sexual. Los procesos de formación se han realizado con el soporte de herramientas digitales, plataformas digitales gratuitas, adaptándose a las necesidades de los participantes. Estos procesos han servido, adicionalmente, como diagnóstico para determinar nuevos procesos de sensibilización, formación, y capacitación. En el marco del Convenio mencionado, se trabajó en la caja de herramientas de toda la normativa nacional e internacional relacionada a la protección de derechos de niñas, niños y adolescentes en situación de movilidad humana, destinada al Sistema de Protección de Derechos, y generada a través del convenio de cooperación interinstitucional entre el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional y la Agencia de la ONU para los refugiados.
· Seminario Internacional de Juventudes: Durante el mes de agosto se realizó el Seminario Internacional de Juventudes en sus dos ediciones, el cual contó con la participación de 20 ponentes nacionales e internacionales y más de 1.800 participantes online y 18.000 reproducciones offline. Estos dos aspectos son insumos que contribuyen a la construcción del Plan que continuará en el 2021 y que es liderado por el Ministerio de Inclusión Económica y Social.
· Asistencia Técnica en Territorio: De cara al cumplimiento de nuestras atribuciones derivadas de la Constitución de la República del Ecuador y la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad, resaltamos el rol de nuestro equipo territorial con el fin de contribuir a la conformación y fortalecimiento de los organismos locales de protección de derechos, especialmente de las Juntas Cantonales y Metropolitas de Protección de Derechos, y los Consejos Cantonales y Metropolitanos de Protección de Derechos. Todo lo cual, mediante un trabajo coordinado con los GAD Municipales y Metropolitanos, de los cuales dependen orgánica y administrativamente estos organismos.
El Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades (CONADIS)  ha desarrollado el Manual de Atención en Derechos de las Personas con Discapacidad en la Función Judicial es una invitación a fundamentar las actuaciones de los operadores de justicia jueces, juezas, fiscales, defensores y defensoras, desde una mirada incluyente en la que se comprenda la discapacidad como parte de la diversidad humana, desde la cual se promueva la participación de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la sociedad en igualdad de condiciones ante la ley, que permita una convivencia de respeto, paz y tolerancia. El mismo que se encuentran en su página web como curso virtual, al cual han accedido cerca de 1756 funcionarios de la Función Judicial.

También, mediante sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador No. 689-19-EP-20, se dispuso: “El Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades brindará la asistencia técnica requerida por la SECOM para el diseño y elaboración del programa de capacitación y sensibilización indicado en el párrafo 63 de esta sentencia. Para justificar el cumplimiento integral de la medida el presidente del CONADIS delegará a quien corresponda, para que informe en el plazo de 4 meses contados desde la notificación de esta sentencia, a la Corte Constitucional respecto de la asistencia técnica brindada.”, por lo que este Consejo en cumplimiento a lo dispuesto elaboro el curso virtual de Derechos Laborales, Inclusión Laboral y Buenas Prácticas.



	II) CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:

	· La Dirección de Protección, Reparación Integral y Autoridad Central  de la Secretaría de Derechos Humanos, bajo sus competencias y conforme a la Ley de Reparación de Víctimas y Judicialización de Violaciones de Derechos Humanos, y al Reglamento el Procedimiento para la Suscripción de Acuerdos Indemnizatorios con Víctimas Documentadas en el Informe de la Comisión de La Verdad, ha emprendido una serie de acciones para dar continuidad a la reparación de víctimas, al priorizar la atención de todas aquellas personas que sufrieron abusos, para protegerlas verdaderamente de otras violaciones de derechos humanos..
· Como se menciona a lo largo de este informe, el CNIG no tiene incidencia directa en procesos de justicia de transición, sin embargo, en el marco de sus funciones mantiene espacios de participación y diálogo con las/os titulares de derecho.  Si bien el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG) no establece directamente medidas, políticas y estrategias de justicia de transición, mantiene otras atribuciones institucionales que tienen relación con el tema.  
· La Fiscalía General del Estado, por medio de su Dirección de Control Jurídico, ha emitido las siguientes Directrices y/o disposiciones relativas al acceso a justicia y protección de derechos de las mujeres, y grupos vulnerables en general. 
· En el presente documento se han presentado algunas herramientas que aportan a conocer la situación de las mujeres y personas LGBTI, desde una perspectiva interseccional, uno de estos instrumentos es la Agenda Nacional para la Igualdad de Género; sin embargo, se requiere de herramientas adicionales para que la transversalización del enfoque de género se concrete efectivamente. En este sentido el CNIG está desarrollando un instrumento normativo para la incorporación del enfoque de género en las instituciones públicas, con el objetivo de garantizar la formulación e implementación de políticas públicas para la igualdad de género.
· La intersectorialidad es un proceso complejo que, una vez se subsanan diferencias metodológicas, de concepciones, al mantener un objetivo central, se simplifican los acuerdos y consensos. En la implementación de los procesos llevados por la Dirección de Prevención de Vulnerabilidad de Derechos del MIES, es muy necesaria la articulación intra e interministerial, lo que deviene de procesos previos que implican definiciones claras para permitir que los procesos fluyan: la Política Intersectorial de Prevención de Embarazo en Niñas y Adolescentes es una articulación que ha dado resultados, más allá del cambio de gobierno, de estructuras administrativas y políticas.
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